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Preliminares 


La Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato publica, esta ocasión, 6 secciones: Criterios 
relevantes, reflexiones a tesis y jurisprudencias federales, casos y cosas de derecho, praxis 
judicial y protagonistas de la historia. 


Con los criterios relevantes se cumple con la obligación de trasparencia en lo 
que ocupa la difusión del sentido de las resoluciones jurisdiccionales, constituyendo, la 
gaceta, la fuente oficial de referencia para efectos de citación en procesos jurisdiccionales y 
resoluciones o en el mundo académico. 


Mientras, los contenidos de los artículos, comentarios y opiniones son 
exclusivamente responsabilidad de sus autores y no representan la postura oficial del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la presente obra con la 
condición de que se precise la fuente, el autor y la creación en el Poder Judicial del 
estado de Guanajuato. 


Declaraciones 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del Poder Judicial debe seguir la metodología 
propia que consta en el portal oficial de Investigaciones Jurídicas. 


II. Se asegura la publicación de réplicas científicas a los trabajos, siempre y cuando verse 
sobre el tema principal del texto replicado, la extensión sea de 15 páginas máximo y se 
satisfagan los requisitos metodológicos propios. 


TIL. La revista publicará artículos de autores invitados y de todo aquel interesado en 
difundir su opinión sobre temas relacionados con la ciencia jurídica, mismos que podrán 
enviar libremente al correo electrónico investigaciones.juridicasApoderjudicial-gto.gob. 
mx. Los trabajos enviados serán evaluados por el comité editorial de la revista, quien 
determinará si admite o niega la publicación. 


El envío del artículo implica la declaración formal del remitente de que es inédito y 
de su autoría; así mismo acepta ceder de manera irrevocable, los derechos de autor 
al Poder Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera individual, la 
responsabilidad de potenciales daños que su escrito pudiera causar, desligando a esta 
Institución. 


IV. Está prohibido el uso de lenguaje género-sensitivo y alusiones discriminatorias, salvo 
que sean usadas a manera de ejemplo de lo que no debe ser o sean objeto de estudio. 
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Abreviaturas, 
latinismos y siglas empleadas 


Art. Artículo. 
Cfr. Confrontar. 
D.F. Distrito federal. 
Dr. Doctor 
Dr. Jur. Doctor en Derecho. 
CPFM Constitución política federal mexicana. 
CNPP Código nacional de procedimientos penales. 
Lic. Licenciado 
LEP Licenciado en pedagogía. 
LNEP Ley nacional de ejecución penal. 
P. Página. 
PP. Páginas. 
Ss Siguientes. 
SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Vid. Ver. 
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Presentación editorial 


a gaceta del poder judicial continua después de un obligado receso provocado 
por la pandemia de 2020, que confinó a la sociedad desde marzo de ese año, 
interrumpió y modificó diversas actividades sociales. 


Pese al certero golpe a la cotidianidad, la labor de investigación no se 
interrumpió en el poder judicial de Guanajuato y es momento de reavivar la difusión 
de las creaciones científicas. 


Así que, en el segundo año de pandemia mundial, de un año de escuchar 
sobre sus estragos y 11 meses de padecerlo cercanamente, el conteo de los daños 
arroja la caída del modus vivendi acostumbrado, una pertinaz confusión y una 
incertidumbre de su final. 


Paradójicamente, a la incertidumbre se suma la certeza de las grandes 
dimensiones de las secuelas que tardarán en solventarse y serán un ícono histórico 
en todos los ámbitos ligados a la humanidad, incluyendo, por supuesto, el mundo 
jurídico. 


Más la sociedad no está dispuesta a extinguirse, el espíritu del ave fénix 
impulsa, motiva o francamente obliga a reiniciar con nuevas realidades, además con 
un compromiso histórico, pues el presente será la historia del mañana y se rechaza la 
idea de la bancarrota de la humanidad, del mundo jurídico, del sistema legal. 


Pese al incierto panorama, es necesario avanzar con hechos y no solo con una 
arenga basada en palabras sonoras y cosméticas; lo que implica que se debe seguir con 
las publicaciones. 


Una de las actividades de investigación ligadas a la ciencia legal se materializa 
en la gaceta, que resulta de una meditación trascendente en materia jurídica aplicada 
con ancla en la antigiiedad, que permite la construcción de un presente con sólidos 
cimientos para el futuro. 


La estructura interna de la revista pretende una sintaxis clara e 
intertextualidad prolija, abarcando diferentes tipos de escritura científica, en esta 
ocasión con 6 secciones. 
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En la primera parte, dedicada a criterios jurisdiccionales relevantes 
se exponen tesis de segunda instancia sobre la necesidad de motivación de la 
caución que se debe exigir para la semilibertad condicionada, exclusión de 
medios de prueba en la audiencia intermedia y la ilegalidad de reconocimiento 
fotográfico en el supuesto de imputado detenido. Además de transcribir criterios 
históricos sobre el tipo subjetivo en el delito de encubrimiento por robo de ganado, 
como diferentes posturas sobre las acciones civiles: publiciana, reivindicatoria y 
pauliana. Concluyendo, la primera sección, con criterios asumidos en el segundo 
y tercer conversatorio en materia de extinción de dominio. 


La segunda porción, relativa a reflexiones a las tesis y jurisprudencias 
federales, analizan y se toma postura sobre su acierto o franco desatino de 2 
resoluciones. Una que habla del estándar probatorio en el plazo constitucional 
en materia penal. La segunda que aborda la legalidad de pactar notificaciones 
electrónicas por las partes en el procedimiento convencional de materia 
mercantil. 


Durante la tercera fracción llamada casos y cosas de derecho se divulga 
un artículo intitulado: “Una aportación a la tarea de la valoración de la prueba 
en Guanajuato”, donde se pone en perspectiva, la perspectiva de género. 


Llegando a la cuarta parte se exponen, algunas reflexiones en torno 
a los eventos conocidos popularmente como la manada y los porkis, donde el 
lector podrá encontrar dos casos listados como leading case (caso destacado o 
emblemático). 


La penúltima parte, la quinta, de nombre praxis judicial responde a 
las preguntas ¿qué es?, ¿cómo es? y ¿cómo se hace? una minuta en materia de 
oralidad penal. Destacando que poco o prácticamente nada se analiza este tipo 
de cuestiones en las escuelas pese a que son de hondo calado practico. 


En la sección sexta de protagonistas de la historia se revisa la biografía 
del médico y congresista Luis P. Bustamante, uno de los pioneros en proponer el 
reconocimiento del derecho al voto de la mujer. 


La exposición y la claridad de cada uno de los textos depende de la 
propia habilidad estilística de sus respectivos autores, todos especialistas en los 
temas que exponen. 


Aun reina la incertidumbre del final de la pandemia, pero para no caer 


en una visión no optimista, el reinicio toma impulso y el coraje en el recuerdo de 
sus víctimas. Mañana saldrá el sol, siempre hay un mañana. 


Comité editorial 


o 
3 
a 
do 
un 
[1] 
Ko] 
lo) 
5 
2 
3 
=] 
2 
E 
[a] 
ES] 
o) 
la 
SS 
2 
3 
E 
3 
a 
3 
D 
o 
8 
[0] 


Primera sección 


Criterios jurisdiccionales 
relevantes 


La primera sección de la revista 
del poder judicial se ocupa de 
difundir resúmenes de resoluciones 
jurisdiccionales y acuerdos de 
conversatorios 
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Criterios de sala! 


emilibertad condicionada. Si se exige caución para otorgarla, imperativo es 
motivar sus razones y monto. 


Esta Instancia considera que ha de concederse la razón a la impugnante, porque 
la semilibertad condicional es, por su índole, una pena, razón por la que se contiene en el 
catálogo de tales consecuencias jurídicas del delito, de que se ocupa el Título Tercero del 
Libro Primero del Código Penal, lo que quiere decir que no se traduce en una sustitución 
del castigo corporal decretado por otro de diferente índole, no tan aflictivo como aquél; se 
trata, como así lo precisa el numeral 47 de la evocada codificación sustantiva, simplemente 
en alternar períodos de libertad con períodos de prisión; pero cualquiera que sea la 
modalidad que para tal efecto se adopte, de las tres posibles, el condenado tendrá que 
compurgar su sanción, aunque sea fraccionadamente, en el centro de reinserción social 
que la autoridad para ello facultada determine, lo que quiere decir que se ve afectado en el 
inapreciable valor relativo a la libertad. 


Precisamente por ello, el hacerse acreedor a ese beneficio está condicionado al 
cumplimiento de estrictos factores, entre los que destacan los relativos a que haya pagado 
la reparación del daño y la multa, debiendo hacerse notar respecto a este punto que ni 
siquiera es dable el garantizar el resarcimiento de la lesión causada por el delito, sino que 
es menester su efectiva restauración, así como cubrir el monto que a título de multa se 
decretase. Además, es indispensable que el sentenciado hubiere observado buena conducta 
por un período considerable, que se fija en tres años antes de la comisión del delito y hasta 
la culminación del proceso, amén de que ha de tener un modo honesto de vida, esto es, 
haberse dedicado a actividades lícitas en lo que al aspecto laboral se refiere, para obtener 
así ingresos con esa característica, que por ello mismo tiene una positiva calificación de los 
que constituyen el entorno en que se desenvuelve, enfatizándose el requisito concerniente 
a su primogenitud delictiva, esto es, que sea la primera vez que comete un delito doloso o 
que si tiene en su haber uno pretérito, hayan transcurrido cuando menos diez años desde 
que por ello fue condenado 


Si bien es cierto que entre las condicionantes enunciadas por la preceptuación legal 
de que se trata se contiene la relativa a que otorgue la caución que le sea fijada por el juez 
o el tribunal, no menos cierto es que, como bien lo sostiene la apelante, al imponerse tal 
exigencia deben precisarse las razones que la motivan, no sólo en cuanto a demandarla, 
sino sobre todo respecto del monto o cuantía que en el caso se fije, pues que de no hacerlo se 


1 Las resoluciones de sala constituyen tesis de jurisprudencia estatal en términos de los artículos 
165, 166, 167 y 168 de la ley orgánica del poder judicial de Guanajuato. 
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estaría imponiendo una carga al sentenciado sin la motivación que indispensable resulta 
por exigencia de los artículos 14 y 16 de la Constitución General de República. 


En la especie no hay esa sustentación que explique satisfactoriamente el por qué se requiere 
que el acusado J.A.N.A., otorgue caución por la suma de $40,000.00, a fin de poder disfrutar 
del beneficio de la semilibertad que le fue concedido, pues el juez del primer grado señaló 
como primera razón la concerniente a “(...) la finalidad de que no se sustraiga de la acción de 
la Justicia (...). Empero, a eso limita su precisión, sin acompañarla de argumento ninguno 
para su sustento, esto es, no explica de dónde obtiene convicción en el sentido de que hay 
riesgo de que el acusado huyese tan luego estuviere en período de libertad con motivo 
del beneficio a que se alude, pues en eso consistiría “(...) sustraerse de la acción de la justicia 
(..) esto es, no observar la condicionante relativa a recluirse en el centro de reinserción 
social por el lapso que correspondiese de acuerdo a la modalidad que se hubiera fijado, 
debiendo señalarse que para el cumplimiento de lo que aquéllo significa, la exigencia 
de una cuantiosa garantía no es la única medida que pudiera adoptarse; hay otras de 
diferente naturaleza, como la vigilancia policíaca, la constancia de que el sentenciado ha 
obtenido actividad laboral fija, el cercioramiento de que con su familia tiene domicilio 
en el lugar de su habitual residencia, sólo por ejemplificar algunas, por lo que entonces 
no hay motivo convincente para el requerimiento de una caución del monto indicado, 
menos aún si otra de las razones del A quo para demandarla es la concerniente a “...) la 
naturaleza de los delitos por los cuales estoy sentenciando al hoy inculpado (...) pues no es la índole 
de los hechos criminosos que motivan la condena lo que el legislador toma en cuenta 
para adquirir derecho a la semilibertad condicionada, sino estrictamente el quantum 
de la sanción corporal impuesta, pues no puede exceder de cuatro años de prisión, con 
independencia de cuál o cuáles hayan sido los delitos que la motivaron, por lo que entonces 
no es conforme a lo que se establece en esa preceptuación el factor esgrimido por el Juez 
Natural, concerniente a la “..naturaleza de los delitos...” cometidos por J.A.N.A. 


Amén de lo que antes se destaca, es de considerar, como en sus agravios lo señala 
la apelante, que el propio juez a quo proclama que el enjuiciado: “(...) ha observado buena 
conducta, pues no escuché que hubo alguna otra circunstancia a pesar de que hubo debate (...) además 
tiene modo honesto de vivir, además de no haber señalado que cometió otros delitos anteriormente 


lsado 


Si en la sentencia rebatida se hace declaratoria expresa de que el acusado ha 
tenido buen comportamiento, esto es, Y...) ha observado buena conducta (...)”, pues no sólo no 
se aportaron elementos probatorios que evidenciaran lo contrario, sino que ni siquiera 
se puso objeción a la consideración en tal sentido, pese a que hubo debate, ello pone de 
manifiesto, además de que se cumplía formalmente con el relativo requisito legalmente 
exigido para la semilibertad condicional, que de parte del juzgador había la convicción de 
que aquél había tenido, al menos durante todo su juzgamiento, una buena actitud, esto es, 
una conducta plausible, con lo que la lógica derivación de ello tendría que ser que después 
de emitida la sentencia, la siguiera observando y no así que hubiera riesgo de que mutara 
su proceder y que evadiera la acción de la autoridad, por lo que también esa consideración 
es, como lo anota la recurrente, inadmisible por inmotivada. 
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Si a lo anterior se agrega que llegado al punto de individualizar el castigo 
pecuniario consistente en multa, el juez natural de manera expresa señaló que “...) también 
le impongo a J.A.N.A., una multa de $2,957.15, que corresponden a treinta y cinco unidades de 
medida y actualización diaria vigente al momento de los hechos que era de 884.49 (...) dado que 
esto se ajusta a la capacidad económica del inculpado y que insisto es la mínima de la pena que le 
pudiera imponer, porque señala que no tiene ingresos (...)”, esto significa que consideró exiguas 
sus potencialidades pecuniarias, por lo que no es congruente con ello que le exija una 
caución de $40,000.00 para alcanzar el beneficio de la semilibertad, pues si asumió esa 
circunstancia para obligarle a pagar la multa en su mínimum, obvio es que debía de ello 
colegir que no está a. su alcance el cubrir aquélla cuantiosa garantía, lo que hace nugatorio 
de facto el beneficio concedido. 


No sería óbice para así considerarlo el hacerse cargo de lo que en sus alegatos 
esgrime la agente del ministerio público, en el sentido de que “(..) contrario a lo que afirma 
la recurrente, la juez natural sí considero toda la información pertinente como son las características 
personales del sentenciado y su situación económica derivada de un empleo fijo, así como la naturaleza 
de los delitos por los cuales se le condenó y las consecuencias jurídicas impuestas a fin de determinar la 
caución de $40,000.00 cuarenta mil pesos que le fue impuesta; fundando y motivando debidamente su 
determinación, por lo que en ningún momento se violentó en perjuicio del defendido de la recurrente 
los principios previstos en los artículos 1, 16 y 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y mucho menos lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Convención de Derechos Humanos 
(...) pues no es, como ya se dijo, la naturaleza del delito perpetrado que motiva la condena, 
el factor que en la ley se considera para tener derecho a la semilibertad condicionada, 
amén de que es justamente la precaria situación económica del procesado, tomada en 
cuenta por el juzgador para la fijación de la multa, lo que lleva al convencimiento de que 
es para él inalcanzable aquél beneficio, si se le condiciona a otorgar caución por la suma 
de $40,000.00. 


Toca: 58/2019-0. 12 de agosto de 2019. Sentido de la resolución: Modificación. 
Magistrado: Licenciado Miguel Valadez Reyes. Décima sala penal del supremo tribunal de 
justicia del estado. 
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xclusión de medios de prueba. 


Si bien la facultad de todo imputado a ofrecer prueba de orden testimonial 
y a que no sólo se le admita y desahogue, sino incluso a que se le auxilie para obtener 
la comparecencia de las personas a cuyo cargo estará su producción, es elevada por la 
norma fundamental al rango de derecho humano, por constituir elemental base para la 
estructuración de un debido proceso, no menos cierto es que dicha potestad ha de ejercerse, 
como así lo puntualiza el artículo 20, apartado B, inciso IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, invocado por la disidente, en los términos que señale la 
ley, lo que es por demás incontestable, porque el proceso penal, que se desarrolla a efecto 
de asumir, substanciar y resolver la condición jurídica de la persona a quien el órgano 
estatal que para ello tiene atribución le imputa un hecho señalado en la ley como delito, se 
estructura no de una manera anárquica o asistemática, sino por el contrario sujetándose 
a una estricta y ordenada secuencia, que se eslabona en diferentes fases o etapas, que se 
peculiarizan no sólo por la específica actividad a que cada una de ellas está destinada y 
por los protagonistas que intervienen, sino también por lo que en ellas se va estableciendo 
y por los efectos que producen. 


Por ende, los principios de orden, congruencia y equilibrio en el juicio, que 
informan el debido proceso, otorgan a su trámite una firme base de sustentación, única, 
sobre la que puede construirse ortodoxamente; por ello no cabe introducirle desviaciones 
o modificaciones a criterio de quien de él se encarga o de sus intervinientes, porque de 
hacerse así se estaría autorizando a que reglas procedimentales, que son precisamente 
las normadoras del quehacer procesal, se quebranten y, en consecuencia, se dejarían sin 
efecto en cada caso en que aquéllo ocurriese, lo que no resultaría ortodoxo, supuesto que 
tales normas establecen el curso de las actividades que, por tanto, a ellas han de sujetarse, 
para realizarlas con limpidez, con orden, para darle a cada una de las correspondientes 
actuaciones y consecuentes resoluciones la validez y la transparencia, que no son cualidades 
deseables sino exigencias insalvables. 


Toca: 18/2020-0. 24 de febrero de 2020. Sentido de la resolución: Confirmatoria. 
Magistrado: Licenciado Miguel Valadez Reyes. Décima sala penal del supremo tribunal de 
justicia del estado. 
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econocimiento. Si se hace por fotografía y el 
reconocido se encuentra presente, es conculcatorio 
de garantías fundamentales. 


Hay una razón de índole jurídica, de nivel constitucional, que impediría asumir 
la entrevista de C.B.R. como dato de prueba para sobre él fincar la probabilidad de que 
J.L.C.M. fuera precisamente el individuo al que se refiere como el autor de los mortales 
disparos y que consiste en haberla llevado a realizar un reconocimiento no respecto de 
persona, sino de fotografías, lo que contravino los imperativos contenidos en los artículos 
251, fracción VIII y 252, fracción V, del código nacional de procedimientos penales y, por 
ende, se conculcó el debido proceso que como derecho fundamental consagra el artículo 17 
de la Constitución General de la República. 


Ciertamente, estando el imputado j.l.c.m. detenido a disposición del ministerio 
público en una carpeta de investigación diversa a lo que dió pábulo a la imputación del 
hecho señalado en la ley como delito de homicidio, motivo de la resolución apelada, se le 
cuestionó respecto a si otorgaba anuencia para participar, con otras personas, en acto de 
investigación relativo a reconocimiento, habiéndose rehusado, por lo que quien conducía 
la concerniente al fallo aquí impugnado, acudió a juez de control para recabar autorización 
a efecto de que se realizara reconocimiento, pero no de persona, sino de fotografías, en el 
que fungió como reconocente la testigo C.B.R., la que sin género de dudas señaló en la 
relativa a J.L.C.M., al motociclista que había visto disparar varias veces sobre el pasivo, 
con el mortal resultado habido. 


Ese modo de proceder constituyó un grave yerro de la fiscalía, porque el cuadro 
que se le presentaba hacía observables los imperativos contenidos en los artículos 
251, fracción VIII y 252, fracción V, del código nacional de procedimientos penales. La 
primera de tales disposiciones señala que no requieren autorización del juez de control 
determinados actos de investigación, entre ellos, el reconocimiento de personas, pero el 
señalado en segundo orden previene la posibilidad de que el que vaya a ser objeto de ese 
reconocimiento se niegue a participar en él, por lo que entonces se requerirá autorización 
previa del juez, señalando de manera expresa que incluso coercitivamente se realizará 
el reconocimiento cuando aquél se niegue a ser examinado. Esas prescripciones legales 
presuponen la presencia de quien va a ser sometido al reconocimiento, lo que es obvio, 
porque sólo sobre tal condición puede llevarse a cabo; si no se está en ese supuesto, cabe 
entonces que se practique el reconocimiento fotográfico, según así lo indica el numeral 279 
del ordenamiento adjetivo previamente invocado. 


Si en el caso, por lo ya dicho, el imputado J.L.C.M. tan estaba físicamente a mano 
que incluso se negó a ser objeto de reconocimiento, es incontestable que la autorización 
que habría de solicitarse del órgano jurisdiccional era para que se le obligara a someterse 
a dicho acto de investigación y no así para que se autorizara un reconocimiento por 
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fotografías, que fue lo que incorrectamente se hizo, por lo que es obvio que lo que así se 
obtuvo carece de validez, por violentar preceptuaciones que regían la situación procesal 
en el caso. 


Toca: 45/2019-0. 12 de julio de 2019. Sentido de la resolución confirmatoria. Magistrado: 
Licenciado Miguel Valadez Reyes. Décima sala penal del supremo tribunal de justicia del 
estado. 


[e] 
e 
49] 
ps 
un 
¡mA 
0] 
e 
5 
2 
3 
=] 
2 
Fe 
E] 
eel 
fo) 
ld 
S 
2 
3 
E 
3 
3 
S 
3 
Es] 
3 
O 


Febrero 2021 | Año 111 | No. 1 


Criterios históricos penales 


Robo de Ganado, encubrimiento en él.- La conciencia de la ilícita 
procedencia del ganado robado es elemento constitutivo del cuerpo del 
delito y no solo del juicio de responsabilidad. - Segunda Sala Penal. - Tocas 
número 246 y 248/983.-Magistrado: Mariano González Leal.? 


El ilícito al que se refiere el artículo 274 del Código Penal no puede considerarse 
acreditado si no en virtud de la aplicación del precepto 158 del ordenamiento Punitivo; Es 
decir, requiere la plena justificación de la existencia de todos los elementos que la integran. 
El dispositivo de mérito sanciona una conducta derivada de la tipificada por el precepto 
272 que se refiere al robo del ganado, aseverando que las mismas penas que se apliquen 
en este, se impondrán “al que a sabiendas adquiera ganado robado, carne o pieles de igual 
procedencia...” De las redacciones literal del precepto, que se invoca se desprende que es 
elemento “sine qua non” de la conducta que se estudia la circunstancia de que el activo de la 
misma se encuentre consiente de la procedencia ilícita de lo adquirido, y por formar parte 
la conciencia apuntada de la descripción legal, se transforma la misma en un elemento 
competente del ilícito por lo que habrá de probarse plenamente tal conciencia atento lo 
previsto por los dispositivos 19 constitucional y 151 del Código de Procedimientos Penales, 
sobre que la corporeidad del delito habrá de integrarse plenamente para la procedencia 
del auto de formal prisión. 


Sentado lo anterior, es menester declarar que en la especie no aparece probada 
la integración del ilícito que nos ocupa por falta de evidencia de lo que se señalan como 
sujetos activos de la misma puedan reputarse como plenamente conscientes de la ilícita 
procedencia del ganado que confesaron adquirir, sobre cuyo elemento no existe probanza 
en el sumario. 


Los presuntos autores de la conducta del apoderamiento, a cuya situación jurídica 
se refieren resoluciones anteriores de la Primera Instancia, narraron detalladamente la 
forma en la cual en diversas ocasiones se apoderaron ilícitamente de las cabezas de ganado 
que se constituyen en el objeto de la conducta que se les atribuye, especificando todos 
ellos la forma en la cual substrajeron de los diversos recintos donde se encontraban los 
semovientes de mérito. 


2 Publicada en el Boletín de Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. Número 24. 
Octubre-Noviembre 1983.p.356 a 360. 


o 
yo 

1] 
3 

un 
Ll 
Ko] 
e) 


Gaceta Judicial - Poder Judici 


[e] 
3 
49] 
ps 
un 
Lu 
0] 
e 
:S 
2 
3 
=] 
2 
Fe 
E] 
eel 
fo) 
A 
5 
2 
3 
5 
3 
3 
S 
3 
Es] 
3 
(o) 


Febrero 2021 | Año III | No. 1 


Salomón dijo que Tiburcio le informo que “en ese mismo año únicamente les había 
vendido otros marranos lechones a los señores Salvador, Guillermo y Jesús, personas a 
las que conozco y que se dedican a la compra-venta de puercos a excepción de Guillermo 
que tiene una forrajera”. Por su parte, Jesús asevero que nunca ha comparado ningún 
semoviente a Tiburcio y que conoce a Salvador porque su gremio es también el de tablajero. 


Los pasivos de la conducta del robo no pronunciaron dato alguno sobre la forma 
en el que este se verifico, y los testigos que presentaron se concretaron a declarar sobre 
la preexistencia, propiedad y falta posterior de los semovientes que constituyeron el 
objeto de la ilícita conducta. En este orden de ideas, sobre la actividad ilícita atribuida a 
los acusados, cuya conducta es ahora objeto de estudio, restan preponderantemente sus 
propias declaraciones, que son los únicos elementos que se refieren a su propia actividad. 


Ante el Tribunal del Primer Grado, Salvador dijo que efectivamente compro a 
Tiburcio lechones, toda vez que este se los fue a ofrecer a su rancho, pero los adquirió a 
un precio superior al que requería el mercado en virtud de que el vendedor se encontraba 
enfermo y con muletas, y que el de la voz “no sospecho que los puercos fueran robados en 
virtud de que en las casas se acostumbra criar puercos y no le extraño la venta, y que el 
precio de cada lechón en el mercado era de $1,500.00 o $2,000.00 pesos, según tamaño y 
calidad del puerco, por lo que pago la cantidad de $2,500.00 pesos cada uno, y nuevamente 
vuelve a aclarar que no compra lechones; que su negocio es la compra de puercos grandes, 
pero que si lo hizo fue porque ya estaban en el lugar y por ayudar al “chino” que estaba 
enfermo”. 


Guillermo por su parte, luego de manifestarse a su vez inconforme con la acusación 
hecha en su contra, dijo que un individuo a quien no conoce fue al corral donde él trabaja y 
le ofreció 7 lechones, por cada uno le pago $1.300.00 pesos y nunca “supo que los animales 
que había adquirido eran robados, pues la persona que se los vendió le dijo que eran bien 
habidos; que posteriormente que hizo la compra de los lechones dichos animales se le 
murieron”. “Esta fue la única vez que compre lechones ya que mi negocio propiamente es 
la compra-venta de alimentos para ganados y aves”. Agrego que el individuo que le vendió 
los lechones en esa ocasión llevaba muletas. 


Es indudable que los atestos anteriores se complementan en el sentido de que 
el vendedor de los semovientes padecía un impedimento físico cuando ofreció en venta 
los animales, lo que introduce un principio de credibilidad sobre el atestos de ambos 
coacusados, quienes sin tener conocimientos entre si los unos del otro proporcionaron 
similares versiones sobre el ofrecimiento de que fueron objeto. Por otra parte, ninguna 
evidencia obra en el sumario de que efectivamente tuvieron conocimiento de la ilícita 
procedencia de los animales, puesto que el precio que ambos pagaron no autoriza a 
sospechar que pudieran percatarse de tal circunstancia. 
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Por otra parte, si los acusados aceptan haber comprado animales, pero niegan 
haber conocido la procedencia delictuosa de los mismos, y si ninguna de las constancias 
operantes en autos desvirtúa estas partes de sus atesto, ha de decirse que las providencias 
recurridas si les causa agravio. 


En efecto, en el caso en estudio la conciencia de la ilicitud no constituye solo un 
elemento de la responsabilidad, si no forma parte del tipo penal mismo, toda vez que el 
precepto 274 del Código de la materia exige que el ganado adquirido se compre a sabiendas 
de que fue robado, y habiéndose de probar integralmente que la corporeidad del ilícito 
para que el auto de formal prisión pueda dictarse, las providencias revisadas adolecen de la 
apuntada deficiencia que habrá de subsanarse para reparar los agravios causados. 
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Criterios históricos civiles 


Acción plenaria de posesión o publiciana - Sus elementos - Cuarta Sala 
Civil - Toca número 15/981 Magistrado: Héctor García Torres.* 


Incide en un error el recurrente al señalar que mediante la documental que exhibe 
no se acredita la posesión civil, que conforme a la última parte del artículo 1039 es la 
que posee a título de propietario, lo que se demuestra justamente con las documentales 
de mérito y las demás probanzas de auto como se verá después. El fin que se persigue 
mediante el ejercicio de la acción ejercitada por la parte actora y que tiende a la restitución 
de la posesión de la inmueble, acción que doctrinariamente recibe los nombres de acción 
publiciana por haber sido establecida originalmente en el Derecho Romano mediante el 
edicto del Pretor Publico por razones de equidad, por lo que cabe decir que la posesión 
civil que la ley requiere para que opere la prescripción adquisitiva y que entre otros 
requisitos se contiene la fracción 1 del artículo 1246 del Código Civil, viene siendo 
aquella que como se dijo, se tiene o se posee a título de propietario, como lo dispone el 
artículo 1039 del Código Civil. En el caso que se ventila o se cuestionó el dominio sobre 
el inmueble, ni invoca la actora la posesión necesaria para prescribir adquisitivamente y 
de esta forma adquirir la propiedad del mismo, ya que en ese caso se hubiera ejercitado la 
acción reivindicatoria, sino que, se repite, la parte actora ejercitada la acción plenaria o de 
posesión también denominada publiciana, misma que procedió en juicio y aunque no la 
denomina así la parte actora, pues sus características propias se contienen en el artículo 
1049 del Código Civil, precepto que invoca para fundar su acción, estando satisfecho a 
través del ejercicio de la acción, mediante la aportación de las probanzas que constan en el 
juicio, los presupuestos básicos y necesarios de la acción, como se verá a continuación. La 
H. Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto emite la Jurisprudencia siguiente: 
“ACCION PLENARIA DE POSESION. - La acción plenaria de la posesión, o publiciana, 
compete a adquirente de buena que no está en posesión de la cosa que tiene derecho a 
poseer con justo título, aunque no lo acredite como propietario: se da contra quien posee 
con menor derecho y tienen la finalidad de obtener la restitución de la cosa con sus frutos 
y accesiones. Consecuentemente el actor deberá probar los siguientes elementos: 1) Que 
tiene justo título para poseer. 2) Que es de buena fe. 3) Que el demandado posee el bien a 
que se refiera el título. 4) Que es mejor el derecho del actor para poseer que el que alega 
el demandado. Para este efecto, el juzgador debe examinar cuál de los títulos invocados 
por las partes es mejor para acreditar el derecho a la posesión civil. - Sexta Época, Cuarta 


3 Publicada en el Boletín de Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. Número 11. 
Agosto-septiembre 1981. pp. 282 a 284. 
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Parte: Vol. III, Pág.: 9 A.D. 1155/57.- Ferrocarril Occidental de México, S.A. — 5 votos. - 
Vol. XLIV. Pág. 109 A.D. 2775/58.- Norberto Guerra Anaya por sí, como albacea de la 
sucesión de Severo Camacho. - Unanimidad de votos. - Vol.LXXII, Pág. 9 A.D. 7205/58.- 
Lucio Guerra García. - Unanimidad de 4 votos. - Vol. LXXIIL, Pág. 9. A.D.5035/61 Cruz 
Salazar Sánchez. -Unanimidad de 4 votos. - apéndice de Jurisprudencia de 1917 a 1965 
del Seminario Judicial de la Federación. Cuarta Parte. Tercera Sala Pág. 31. Asimismo, 
Eduardo Pallares en su Tratado de las acciones Civiles, en la página 191, citando a Jacinto 
Pallares nos dice lo siguiente: “Hay en la jerarquía de medios de defensa de los bienes 
raíces y derechos reales que están o pueden estar en nuestro patrimonio, tres grados, o tres 
medios, o tres acciones conocidas hace siglos en la ciencia y en la legislación: 1.- interdictos 
posesorios; II.- Los juicios Plenarios y de Posesión, y 1!I.- La Acción Reivindicatoria o de 
dominio. Es decir que el individuo que es privado del goce de una cosa inmueble (material 
o derecho real) tiene en el orden jerárquico anunciando tres procedimientos judiciales 
de defensa, pues tiene derecho a recuperar el goce de la cosa inmueble por medio de 
interdictos; tiene derecho cuando ha dejado transcurrir el plazo para ejercitar la acción 
de interdictos a promover el juicio plenario de posesión; y por ultimo puede en todo caso, 
ejercitar la acción principal y decisiva de dominio. 


Acción Reivindicatoria. - estudio de los títulos de propiedad en la. -Primera 
Sala Civil. -Toca número 155/984.-Magistrado: Juan Jorge Zamora 
Fonseca.* 


En el considerando segundo de la sentencia apelada, el a quo analizan los 
elementos de la acción ejercitada y concluye acreditados la identidad de la cosa reclamada 
y la posesión de la demandada sobre esa cosa, lo que por no ser motivo de agravio, debe 
conservarse en plenitud; sin embargo, estimo el juez que por tener igual calidad los títulos 
presentados por las partes (ambos son escrituras públicas) y por provenir de un causante 
diverso, debería prevalecer la posesión, en aplicación de la tesis de jurisprudencia publicada 
bajo el número 9 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1975. 


Esa determinación judicial se aparta de las reglas necesarias en el estudio de toda 
acción reivindicatoria. En efecto, la presencia de dos títulos de propiedad de causantes 
diversos obliga al juez a examinar el derecho de estos, pues solo así se logra justificar 
la tenencia de un título en poder de los contendientes, o sea, la tesis de jurisprudencia 
invocada por el juzgador, no se dirige a exigir un litigio entre los causantes de las partes, 
pues en tal supuesto, el derecho a la cosa, se encontraría determinado, sino a que el juez 
con vista del derecho de los autores originales resuelva cual título prevalece, primero en los 
causantes y posteriormente en los causahabientes, actor y demandado dentro del negocio 
controvertido. Con mayor precisión la H. Suprema Corte de Justicia, explica el contenido 
de esa tesis jurisprudencial, en las siguientes ejecutorias: “La doctrina ha fijado el valor de las 


4 Publicada en el Boletín de Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. Número 11. 
Agosto-septiembre 1981. p. 282 a 284. 
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presunciones que la practica revela, clasificándose o constituyendo la escala de su eficacia 
probatoria a este respecto, y ha distinguido tres casos: cuando el demandante presenta 
títulos y el demandado no presenta ninguno; cuando el demandante y el demandado los 
presenta; y cuando ninguno de los dos los presenta; y cuando ninguno de los dos tiene 
títulos. En el primer caso, se acepta que el derecho del autor debe prevalecer sobre el 
demandando, siempre que el título de aquel sea anterior a la posesión de este, porque la 
existencia del título es una presunción de propiedad más poderosa que la posesión, cuyo 
origen sea posterior a la fecha del título; en el segundo caso, esto es, cuando el demandante 
y el demandado presentan títulos, si estos emanan del mismo origen, debe prevalecer el 
primeramente registrado, o el primero en fecha, a falta de registro; si los títulos emanan de 
diversos autores, habrá que estudiar el derecho de estos para decidir cuál habría sido mejor 
en caso de que el conflicto hubiera surgido entre ellos. Anales de jurisprudencia, XXXVI, P 
766. La Suprema Corte de Justicia, en alguna ocasión ha sustentado la tesis de que cuando 
los títulos que presentan actor y demandado en el juicio reivindicatorio, proviene de la 
misma persona, es menester que el actor reclame la nulidad del título del demando para que 
pueda prosperar la acción respectiva; pero estos precedentes no pueden tener aplicación, 
cuando el litigio entre las partes no se presenta en las condiciones indicadas toda vez que el 
actor y demandado ostentan títulos provenientes de diversas personas, pues debe tenerse 
en cuenta, que cuando se ejercita la acción reivindicatoria contra el poseedor de los bienes 
cuya propiedad se alega como origen de la acción, no es posible, en ocasiones, obtener 
todos los antecedentes para fijar las condiciones en que el demandado posee los bienes en 
disputa, puesto que se trata de actos de terceros, cuyo conocimiento no es factible adquirir 
y, en cambio, cuando se ocurre a las autoridades judiciales requiriéndolas para que tutelen 
los derechos de propiedad, y se designa expresamente a la persona contra quien se ejercita 
la acción es indudable que esa reclamación trae implícita la correspondiente a la ineficacia 
de los títulos que ostenta el poseedor, si es que en el momento de la contestación de la 
demanda se alega mejor derecho que el del actor, ya que solo en esta ocasión, este puede 
percatarse de las condiciones jurídica en que se encuentra el demandado respecto a los 
bienes en disputa; circunstancia por la que no puede estimarse que la autoridad judicial se 
exceda en el contenido de la Litis; cuando dedica su jurisdicción al estudio y comparación 
de los títulos presentados por las partes, ya que ellos constituye la verdadera esencia del 
litigio. Semanario Judicial de la Federación, LXI, P.315... 


En la especie, asiste la razón al inconforme, porque mientras el título de propiedad 
presentado por la actora tiene un causante que a su vez se apoya en otro título de propiedad 
debidamente inscrito en el Registro Público, en la demanda, su causante se sustenta en 
diligencias de información ad perpetuam. Luego ante esas diferencias encontradas en 
las causas de posesión de los causantes, tiene mayor derecho el del actor habida cuenta 
que las diligencias de información ad perpetuam son insuficientes para enfrentarse a los 
títulos de propiedad del actor. *...tratándose de juicios reivindicatorios de inmuebles, 
deben compararse los títulos de propiedad presentados por las partes; y hecha esa 
comparación, decidir a favor de las partes cuyos títulos sean mejores. Ahora bien, si la 
parte actora presenta títulos cuyo enlace es perfecto hasta la escritura en la cual se le 
aplicaron los bienes en que se trate y la demandada por su parte presenta una información 
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ad perpetuam inscrita en el Registro Público de la Propiedad con posteridad a la fecha en 
que dichos bienes fueron registrados a nombre del causante del actor, y presenta además, 
otros títulos que se derivan de dicha información testimonial, hasta llegar al otorgado 
directamente al demandado, y el titulo otorgado al actor no fue registrado, en virtud del 
indebido registro de los del demandado, claro es que son de reputarse mejores los títulos 
del actor, sin que obste la falta del registro del título directo de aquel, ya que esa omisión 
no le fue imputable, pues que indebidamente se registraron con anterioridad los títulos 
del demandado, desde el momento en que el registro no debió hacerse, atento a que, con 
mucha anterioridad había sido, inscrita la propiedad a favor del causante del actor.- 
Semanario Judicial de la Federación, XLI, P. 967.......para que proceda, es preciso probar 
los dos requisitos esenciales siguientes; primero la propiedad de las cosa, y segundo, la 
posesión o tenencia de la misma por el demandado; más para acreditar la propiedad, no 
puede bastar la información ad perpetuam, porque es de explorado derecho que esta solo 
puede tener por objeto justificar o acreditar un derecho en el que no tiene intereses más que 
de la persona de quien proceda la información. Las informaciones ad perpetuam, por su 
carácter de actuaciones de jurisdicción voluntaria, se reciben fuera de toda contestación y, 
por lo tanto, no pueden tener valor probatorio por si solas, ni como instrumentos públicos, 
ni como informaciones testimoniales, porque su inscripción solo implica autenticidad y 
existencia de las actuaciones, y la prueba de testigos, no se reciben con citación contraria. 
- Semanario Judicial de la Federación, XXXVI, P. 726. 


Analizando de esta manera los títulos presentados por las partes, logra el actor 
acreditar el primer elemento de la acción reivindicatoria, equivalente al tercero en el orden 
seguido por el a quo y, por consiguiente, la prosperidad del mismo. 


Acción Plenaria de Posesión o Publiciana y no Reivindicatoria. - Tercer Sala 
Civil. - Toca número 76/984.- Magistrado J. Jesús Rendón Huerta. * 


Una vez hecho un análisis de la apelación interpuesta por Ma. De los Ángeles, 
cabe decir que el Juez Natural tiene razón al asentar en su resolución que no procede la 
acción reivindicatoria por no haber quedado debidamente acreditados los primeros de los 
elementos que la constituyen que son: a). - La propiedad del bien; b). - la posesión del 
demandado del bien reclamado; c). - la identidad del mismo. Sin embargo, aun cuando no 
haya procedido la acción reivindicatoria, es plenamente aplicable al principio de derecho 
que reza Da mihi factum dabo tibi jus; Dame los hechos, que yo te daré el derecho, por cuya 
aplicación, el juez de primer grado está obligado a estudiar, sin cambiarlos o modificarlos, 
los hechos constitutivos de la acción, y determinar cuál fue la verdadera acción que se ejecutó 
y se probó en el juicio correspondiente. Este criterio tiene apoyo en la tesis jurisprudencial 
No. 6, consultable en la página No. 20 del ultimo apéndice al Semanario Judicial dela 


5 Publicada en el Boletín de Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. Número 11. 
Agosto-septiembre 1981. p. 282 a 284. 
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Federación, Apéndice 1917-1975. Que textualmente dice: “ACCION PROCEDENCIA DE 
LA. - Las disposiciones legales que establecen la procedencia de la acción, aun cuando no 
se exprese su nombre, con tal que se determine con claridad la clase de presentación que 
se exija del demandado y título o causa de la acción, deben interpretarse en el sentido de 
que el juez al resolver la controversia, atenderá la naturaleza de la acción ejercitada, según 
se desprendan los hechos narrados, sin variar la prestación exigida, ni el título o causa de 
pedir, sin prejuicio de la facultad del juez para aplicar las disposiciones legales procedentes 
y no las que equivocadamente hubiera invocado el actor, pues a las partes corresponde 
alegar y probar los hechos y al Juez aplicar el derecho.” De la anterior trascripción se llega 
al convencimiento de que le juzgador está facultado para establecer cuál fue la acción que 
realmente se ejercitó. Del análisis de las pruebas aportadas al juicio del que se deriva esta 
apelación, se puede determinar que se dedujo la acción publiciana o plenaria de posesión 
de acuerdo a lo establecido por la Tesis No.5 consultable en la página 16 del ultimo 
apéndice del Semanario Judicial de la Federación ya mencionado.- “ACCION PLENARIA 
DE LA POSESION: La adquirente de buena fe no está en posesión de la cosa que tiene 
derecho a poseer con justo título anqué no lo acredite como propietario; se da contra quien 
posee con menor derecho y tiene la finalidad de obtener restitución de la cosa con sus 
frutos y accesiones. Consecuentemente el actor deberá probar los siguientes elementos: 
1.- Que tiene justo título de poseer; 2.- Que es de buena fe; 3.- Que el demandado posee 
el bien a que se refiere el titulo; 4.- Que es mejor el derecho del actor para poseer que el 
que se alega el demandado. Para este efecto, el Juzgador debe examinar cuál de los títulos 
invocados por las partes es mejor para acreditar el derecho a la posesión civil”. La parte 
apelante acredito en autos todos y cada uno de los elementos constitutivos de la acción 
plenaria de posesión, pues demostró que tiene justo título para poseer, ya que tanto esta 
como los testigos expresan que el terreno en disputa les fue donado por su padre, o su 
madre; también acredito que su posesión es de buena fe; que el demandado posee el bien 
cuestionado y, por último, acredito el actor que tiene mejor derecho para poseer que el que 
alega el demandado. En efecto de autos aparece que al contestar la demanda el Ingeniero 
Gustavo, exhibió la escritura que obra en el tomo No 3 partida 805 del protocolo del Notario 
Público No 59 de la ciudad de León y en la cual consta que el Juzgador Segundo Civil de 
ese partido Judicial representado por el Licenciado Aurelio y la señora Luz Angélica en su 
carácter de juez y secretaria respectivamente otorgan en forma definitiva al señor J. de la 
Luz, respecto al inmueble ubicado en la congregación de los López en el municipio de León 
cuyas medidas y colindancias obran en el documento a que se viene mencionando, que el 
lote se adjudica con base en la sentencia dictada en los autos del juicio ordinario civil No. 
1835/77 que sobre otorgamiento de escritura promovió el referido Ingeniero Gustavo en 
contra de J. luz; pero en el testimonio que se viene analizando no aparece ninguna prueba 
de la que se derive que el demandado J. Luz, hubiese sido propietario del terreno que se 
trata, pues no existe ninguna escritura que lo acredite como tal y por lo contrario, los datos 
que identifican el terreno otorgado al señor Ingeniero Gustavo, corresponde precisamente 
al terreno que tenía en posesión el señor J. Jesús, con más de 20 años anteriores a la fecha 
de la escritura que se otorgó en favor de Gustavo; por lo tanto, esa posesión de actor Jesús 
debe ser respetada como mejor que la posesión del actor Jesús debe ser respetada como 
mejor que la posesión de Gustavo con motivo de la adjudicación obtenida en el juicio a que 
se ha hecho referencia. De lo que se lleva expuesto se infiere que procede la revocación de 
la sentencia de primer grado para su lugar declarar que ha quedado plenamente probada 
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la acción plenaria de posesión ejercitada por la parte recurrente aun cuando la designo con 
un nombre equivocado pretendiendo que se trataba de la reivindicatoria. En consecuencia, 
procede ordenar la restitución del terreno cuestionado a la parte actora representada por 
Ma. De los Ángeles. Como además se ejercitó la acción de pago de daños que causo el 
demando por haber destruido un cuarto, con relación a esto no existen pruebas suficientes 
para determinar el daño causado y el valor del mismo; por lo tanto, cabe absolver al 
demandado de esta obligación. En cambio, existe en autos el dictamen pericial suscrito 
por el Ingeniero Civil Elías, mismo al que lo asigna valor probatorio pleno el juzgador 
de Segunda Instancia, con la facultad que al mismo confiere el artículo 226 del Código 
de Procedimientos Civiles y de cuyo parecer pericial se llega al conocimiento de que la 
rentabilidad del terreno es de $2,500.00 pesos mensuales; si de acuerdo con lo expresado 
por la parte actora el demandado tomo posesión del predio de que se viene hablando, el 
25 de enero de 1980, y confirmado con la aceptación de esta circunstancia hecha por el 
demandado, a la fecha tiene 39 meses de haber privado de la posesión del actor por lo que, 
si según lo dispuesto en el artículo 1601 del Código Civil, se reputa perjuicio la privación 
de cualquier ganancia ilícita, resulta incuestionable que a la fecha la actora ha dejado de 
percibir $97,500.00 por rentas adeudadas, por lo que se condena al demandado a cubrirlas 
por concepto de perjuicios- 


Acciones contra la simulación y paulina. - Tercera Sala Civil. - Toca número 
201/79.- Magistrado: J. Jesús Rendón Huerta.* 


El impugnante aduce “que la Juez natural da plenamente probado el contrato 
de compraventa de la finca marcada con el número 8 de la calle XX, celebrada entre los 
demandados y no obstante creyó probados los elementos de la acción de simulación y 
considero no ser pertinente entrar al estudio de la acción pauliana; que existe una diferencia 
importante entre los actos simulados y los actos impugnables por la acción pauliana, pues 
en estos, se realizan enajenaciones verdaderas a título oneroso o gratuito que perjudican a 
los acreedores del enajenante; en cambios los actos simulados en forma absoluta, no existe 
cambio en los actos simulados en forma absoluta, no existe ninguna enajenación por ser 
falsos”. El recurrente intencionalmente olvida que en el fallo de primer grado se hizo un 
estudio cuidadoso de todo y cada uno de los elementos integrantes de la acción contra la 
simulación y que, al hacerlo, menciona las pruebas que fueron aportadas por la parte actora 
para acreditar esos elementos y que todas ellas fueron apreciadas en su justo valor legal 
para establecer en el ánimo de la juzgadora, la convicción de que se encuentra integrada 
la prueba presuncional a que se refiere el artículo 223 del Código de Procedimientos 
Civiles sin que esa sala encuentre que en la valoración de las pruebas se hubiesen alterado 
ni el contenido de estas, ni las reglas que rigen su apreciación. Es incuestionable que el 
contrato de compraventa simulado existe en su apariencia formal, lo que hizo notar la juez 
de primer grado; pero esto no significa de manera alguna que lo anotado en él sea real y 
verdadero, porque, precisamente en el fallo impugnado se mencionaron los elementos de 
la acción contra la situación y al respecto la juez del conocimiento atinadamente señala 
que estos son “Primero.- Un desacuerdo intencional y consciente entre la voluntad real y 
la declarada; y segundo, la intención de engañar a terceros”. Con relación al primero de 
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esos elementos Ferrara expresa: “Lo interno, lo querido y lo externo, lo declarado, están en 
oposición consciente. En efecto, las partes no quieren el acto: quieren solamente hacerlo 
aparecer, y por eso, emiten una declaración disconforme con su voluntad”. Por lo que 
atañe al segundo, Manuel Borja Soriano, mencionado a Cunha Goncalvez y a Ferrara, 
expresa: “Los que simulan pretenden que a los ojos de los terceros aparezca forma y 
relación que, en realidad no debe existir, pero de la cual se quiere mostrar una exterioridad 
engañadora mediante una declaración que carece de contenido volitivo. Se trata, pues, de 
una declaración efímera, vacía, ficticia, que no representa una voluntad real...Las partes 
recurren a este artificio para hacer creer en la existencia de un acto no real en la naturaleza 
distinta de un acto realizado realmente...”, agrega Ferrare que la “simulación supone un 
concierto, una inteligencia entre las partes; estas cooperan juntas en la creación del acto 
aparente, en la producción del fantasma jurídico que constituye el acto simulado, sin el 
concurso de todos, la simulación no es posible; no basta con el propósito de uno solo, 
pues con ellos se tendría una reserva mental no una simulación”. El tratadista Ernesto 
Gutiérrez y González en su obra “derecho de las obligaciones” pagina 595, dice: “concepto 
del acto simulado. - Es el que tiene una apariencia contraria a la realidad, porque no existe 
en lo absoluto, o porque es distinto de como aparece”. La juez del conocimiento en su 
fallo realizo un minucioso análisis de las pruebas que en su concepto vienen a producir la 
convicción de que efectivamente están acreditados los elementos de la acción contra la 
simulación, y el recurrente intencionalmente pretende desvirtuar el proceso lógico de la 
sentencia trascribiendo únicamente las siguientes frases: “Queda plenamente comprobada 
la celebración del acto jurídico que el actor reputa como simulado” y agrega que, “por lo 
tanto, de acuerdo con la quo la operación que celebro realmente”; sin embargo, si se lee con 
atención la parte considerativa en la que el juez del conocimiento llega a esa afirmación, 
se verá que, contrariamente a lo que expresa el recurrente, la juez si se establece que queda 
plenamente demostrada la celebración del acto jurídico que el actor reputa como simulado, 
pero no concluye que sea verdadero, sino que, como ya se dijo, tiene toda la apariencia 
formal de un contrato de compraventa pero fue simulado, porque tanto el vendedor 
como la compradora confesaron que no se cubrió el precio de la compraventa porque 
ni el vendedor recibió el pago correspondiente, ni la compradora dio pago alguno pues 
se simulo el acto para el solo efecto de hacerlo aparecer ante terceros y con el propósito 
evidente de simular una insolvencia que realmente no existe. También obro correctamente 
la juez de los actos al considerar que la simulación es refractaria a la prueba directa y 
por ello, con todos los elementos probatorios mencionados en autos a lo que valoro 
primero aisladamente y posteriormente en su conjunto y dado su enlace lógico llegan a 
construir sin lugar a dudas las pruebas presuncional a que se refiere el artículo 223 del 
Código de Procedimientos Civiles. Por lo que atañe a las afirmaciones recurrentes en el 
sentido de que la casa marcada con el número 8 de la calle América, no era propiedad 
del ahora recurrente, sino que realmente era un patrimonio familiar que partencia al 
esposo del también demandada, quien lo había adquirido de suegro y que el valor de la 
finca que se estipulo en $150,000.00, se lo había entregado al vendedor porque era lo 
que le correspondía de las partes que a él le tocaba de la herencia. Estas aseveraciones 
no encuentran apoyo con pruebas serias que le correspondía aportar a quien las hizo, 
de acuerdo con lo mandado en el artículo 84 de la ley de enjuiciamiento civil, pues tales 
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hechos forman parte de las excepciones que pretenden probar; resulta incuestionable que 
se realizó una apreciación adecuada de las confecciónales de los demandados, aunada las 
demás pruebas que se mencionan en el fallo combatido, para establecer lógicamente que 
el precio señalado a la finca fue simulado y no real así como que, no se entregó realmente 
este precio al vendedor, pues como lo hizo notar la juez de primer grado, del dictamen 
pericial presentado por Fidel Balcázar López, se establece que el valor real de la finca que 
aparentemente se vendió es de $730,557.00 y la escritura simulada se señaló un precio que 
representa un poco más de la séptima parte del valor real. De los anteriores razonamientos 
se llega a la convicción de que carece absolutamente de razón el recurrente al tratar, a toda 
costa, de, con el mismo procedimiento de analizar pruebas y frases asiladas, de desvirtuar el 
contenido real y efectivo de las sentencias de combate. 


No le causa agravio al recurrente la calificación de simulación absoluta que realizo 
el Juez del conocimiento, pues de acuerdo con el Tratadista Ernesto Gutiérrez y González, 
en la página 600 de la obra que se ha citado, se proporciona el concepto de simulación 
absoluta de la manera que a continuación se copia: Hay ocasiones en que el autor del 
hecho ilícito de violar un contrato, a efecto de no pagar a su acreedor- la victima del 
hecho ilícito- realiza una o más operaciones ficticias, que nada tiene de reales.- Es algo 
como la “ciudades” que se levantan en los estudios cinematográficos y en los cuales se 
ven las “calles” y las fachadas de los “edificios”, pero para abrir la puerta de acceso a uno 
de estos, se encuentran que lo único real es la fachada, que en las partes de atrás, no hay 
nada, sino unas cuantas vigas que apuntalan y sostienen en posición vertical a la apariencia 
de un edificio. Por ello, con vista del aspecto jurídico, el articulo 2181 (1672 del Código 
Civil del Estado de Guanajuato), determina en su primer párrafo que “La simulación es 
absoluta cuando el acto simulado nada tiene de real...” Efectos que se busca producir en 
el patrimonio pecuniario con la simulación. - se busca con la simulación aparentar que se 
carece de patrimonio pecuniario que garantice al o a los acreedores el cobro de sus créditos. 
Se requiere con ello, dejar a las víctimas de un hecho ilícito, convertidas ya en acreedores 
del autor de esa conducta ilegal, sin garantía en donde hacer efectivos sus derechos; ello 
se logra produciendo en el patrimonio pecuniario: a).- Un aumento del pasivo; b).- “una 
disminución del activo...” “simulación absoluta que busca aparentar una disminución 
del activo: casos.- también hay múltiples medios de lo que vale el deudor para dejar sin 
garantía a sus acreedores, aparentando una disminución de su patrimonio pecuniario 
activo. Los más frecuentes, tanto por su facilidad para practicarse, cuanto por la dificultad 
de probar la simulación del acto son: 1.- Ventas simuladas de inmuebles. Toda vez que este 
tipo de bienes son los más expuestos a que sobre ellos se practiquen embargos por parte 
del acreedor del deudor de un hecho ilícito, pues tales bienes se inscriben en el Registro 
Público de la Propiedad, es que el deudor busca enajenarlos ficticiamente, poniéndolos a 
nombre de personas de su confianza e inclusive sociedades anónimas que controla, que 
a su vez no reporten deudas ni el peligro de un embargo. - Vg. Procopio debe dinero a 
Facundo y a Emiliano y no les ha pagado, sabe que estos demandaran, y se le embargara en 
primer lugar su casa, pues aparece en el registro que la finca es de Procopio; entonces este 
se pone de acuerdo con Salustrio, aparecen ante un notario y aparentan la compraventa 
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de la finca y también simulan un contrato de arrendamiento por el cual ahora Salustrio 
le alquila “su casa a Procopio”. De manera que cuando Facundo y Emiliano pretenden 
embargar a Procopio, encuentran que la casa de es de Salustrio y que si aquel habita la casa 
es en vista de un contrato de arrendamiento. - Procopio elige a Salustrio para realzar esta 
simulación, pues se trata de una persona de absoluta confianza, la cual por otra parte tiene 
una economía saneada y no reporta el peligro de sus acreedores, que lo pueden a su vez 
demandar, porque entonces si bien Procopio eludiría sus acreedores, estaría expuesto a 
que embargaran a Salustrio la casa de su propiedad...”. En el presente caso, en la sentencia 
impugnada se tuvo por demostrado precisamente el caso de simulación absoluta, a que 
alude el auto de referencia, pues el juez de conocimiento después de hacer mención a 
los elementos de prueba que le sirvieron para tener por acreditado el de compraventa 
simulada, manifestó que se aportó a los autos la copia certificada del acta de nacimiento del 
demandado Heladio registrada en el libro uno, a foja 94 vuelta y 95 frente, ante el C. oficial 
del registro Civil de XX y de la cual se desprende que es hijo legítimo de la compradora, 
Probanza que al tenor de los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles 
vigente en el Estado, hacen prueba plena del hecho que contiene, con lo que viene a 
acreditarse el parentesco en primer grado entre los demandados, lo que constituye en 
criterio de la juzgadora y el criterio del tratadista Manuel Borja Soriano un signo de la 
simulación, ya que es muy difícil que un extraño se preste a la celebración del acto jurídico 
simulado. La propia juez otorgo a la razón al actor que considero que no se cubrió el precio 
de la compraventa, que solo fue un acto aparente que celebraron los simuladores, pues 
ni el vendedor recibió el pago correspondiente ni la compradora dio pago alguno; que 
se simulo el acto para el solo efecto de hacerlo aparecer ante terceros, que la voluntad 
declarada en ese contrato fue conscientemente simulada. Menciono que para probar lo 
anterior se presentaron constancias expedidas por las instituciones bancarias, Banco de 
Comercio de Guanajuato y Banco de Londres y México, en donde los demandados eran 
cuentahabientes en la fecha en que se celebró la compraventa multicitada, y después de 
examinar esas constancias se hace notar en la sentencia de primer grado, que de ellas se 
desprende que no fue reportado movimiento alguno equivalente al precio de la operación 
(compraventa). Es cierto que el recurrente manifiesta en su pliego de agravios que a esta 
presunción no debió de otorgarles ningún valor probatorio presuncional, porque es 
irrelevante ese indicio tomando en consideración que no existe ninguna disposición legal 
que lo obligue a hacer depósitos de dinero que tenga en su poder, pues siendo comerciante 
el dinero lo emplea en la compra del material; pero no es menos cierto, que esta presunción 
no se tomó aisladamente, sino que la propia juzgadora de primer grado, además de las 
pruebas que ya se han mencionado, tomo en consideración que del análisis de los autos se 
desprende que el precio estipulado en el contrato realizado ante Notario Público número 
Uno de la ciudad XX, no corresponde el que dicen los demandados que se dio, toda vez 
que el demandado, al absolver la posición segunda directa manifestó que le precio de la 
compraventa fue de $150,000.00 lo que fue corroborado por su madre al absolver la 
posición decima quinta y además agrego: “claro que este no es el valor de la casa, sino 
parte de este, pues lo que se le dio como pago de su herencia, ya que la voz tiene hijos 
menores de edad, que aquí vive ella con siete”. A esa confesionales se les otorgo valor con 
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base el en artículo 204 de la ley de Enjuiciamiento civil; tomo además en consideración 
que el precio fue simulado, como ya quedó asentado con anterioridad y que se realizó el 
acto de la compraventa simuladamente para quedar insolvente, llegando a la conclusión 
de que efectivamente el acto fue simulado. Todos esos razonamientos fueron apegados a 
las constancias de autos y valoradas con la facultad que al juzgador concede las normas 
que cita en su apoyo y por ello, se concluye que es infundado el segundo de los agravios 
esgrimidos por el recurrente. 


El mandante de la parte actora, impugna la parte de la sentencia en la que el 
juez consideró procedente entrar al estudio de la acción paulina y después de realizar 
un análisis de los elementos que constituyen esta, señala que la falta de estudio de los 
mismos le causa agravio. Ahora bien, los dos tratadistas que se han citado en el curso de 
esta resolución coinciden en que, si se demuestra la simulación no se trata de un caso 
de acción pauliana reglamentada por el artículo 2163 del Código Civil Federal (1654 del 
Código Civil del Estado de Guanajuato). Manuel Borja Soriano, “Teoría General de las 
Obligaciones” Segundo Tomo, pagina 181, Tercera Edición, 1960; Ernesto Gutiérrez y 
González, “Derecho de las obligaciones” Reimpresión de la Quinta Edición, pagina 578, 
1976. En consecuencia, y como ya quedo establecido que la acción contra la simulación 
tiene los mismos efectos que la pauliana, es decir, volver al patrimonio del deudor los 
bienes que salieron de él y si en el fallo de primer grado se ha resuelto con claridad que 
este es el efecto de la sentencia impugnada, resulta a todas luces que no le causa agravio al 
impugnante la falta de estudio de los elementos de la acción pauliana. Por lo que procede 
confirmar en sus términos la resolución impugnada. 
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Conclusiones de los conversatorios segundo 
y tercero de extinción de dominio 


Segundo conversatorio: 
Criterios preferentes 


a posesión material otorgada por el actuario en la diligencia de aseguramiento 
por extinción de dominio, si y solo si debe decretarse cuando el bien inmueble 
no se encuentra ocupado por terceros ajenos al juicio. 


La diligencia de posesión de inmueble ordenada por un juez de extinción de 
dominio y que cumplimenta un actuario en favor de la unidad administrativa, es jurídica, 
pero además será virtual si el bien lo ocupa otra persona, a las que no se desaloja; o será 
real si el inmueble está desocupado. Ponente: Juez segundo de extinción de dominio Mtro. 
Hugo Francisco Hernández. Propuesta aceptada. 


Temas colaterales de la precedente postura aceptados: 
1.- La autoridad administradora, en la hipótesis de posesión virtual de un inmueble, 
la limita a una supervisión parcial, solo del exterior, dado que no se puede ingresar al 


domicilio que se encuentra en poder de un tercero. 


2.- El rompimiento de chapas y cerraduras no procede en el caso de que el inmueble 
se encuentre ocupado por terceros. 


3.- Debe dejarse instructivo a los moradores del bien asegurado por extinción de 
dominio a fin de respetar sus derechos como terceros extraños al juicio que se ventila. 


4.- La diligencia de aseguramiento de inmueble ocupado por terceros debe ser 
constatado por el actuario de lo que sea posible inventariar a simple vista desde fuera. 


1 Verificado el 18 de marzo del 2020 a las 4:30 pasado meridiano, en el auditorio bicentenario del 
poder judicial de Guanajuato, dirigido por la magistrada Mtra. Gloria Jasso Bravo, con asistencia 
de los jueces de extinción de dominio del estado, secretarios de los juzgados referidos además 
de sus actuarios, representantes de la fiscalía como de la defensoría pública. Juez primero de 
extinción de dominio Mtra. Lorena Dolores Villaseñor Garay. Juez segundo de extinción de 
dominio Mtro. Hugo Ernesto Hernández. Juez civil Lic. Cigúeña Circe León López, contador 
público Pedro González Suarez, así como los licenciados Maricruz Aurelia Jaime Rodríguez, 
Andrea del Carmen Mora Gutiérrez, Diana Espino Ruiz, María Guadalupe Granados Medina, Pedro 
Fernando Rosales Chávez, Elizabeth Flores Rivera, Alfredo Abraham Fuentes Ley, Gerardo Florez 
Badajas. Rebeca Zamora Roque, Julio Cesar Velázquez Mendoza, Miguel Nava López, Anabel del 
Socorro Pérez Cruz, José Antonio Gavia Freyre, Itzel Yolanda Álvarez Martínez, Indira Caballero 
Tapia, Miguel Ángel Ramírez Padilla, Néstor Ezequiel Manzo Vildenas, Alfonso Suaste Puerto, 
Mario Alejandro Esquivel Sosa, Federico Rodríguez Vargas, Oscar R. Valajar Beadi, Jorge Armando 
Aguayo Aguilar y Bricio Balderas Álvarez. 
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1 demandado puede designar defensor en la audiencia inicial pese a que no haya 
designado representante legal en el tiempo previsto para contestar la demanda. 


Son temas diferentes: oportunidad para contestar la demanda de contar con defensa en toda 
audiencia. Por lo que, en el supuesto de que el demandado no haya designado abogado patrono 
en el plazo legal para contestar la demanda, sigue incólume su derecho para ser designar y ser 
asesorado en toda ulterior audiencia. Ponente: Juez primero de extinción de dominio Mtra. Lorena 
Villaseñor. Aceptada. 


a calificación de legalidad, pertinencia y conducencia mo implica prevalorización 
probatoria. 


El acto de admisión de pruebas implica que el juez de extinción de dominio las califique 
con los adjetivos de legal, pertinente y conducente para aceptar su posterior desahogo; lo que no 
implica una prevalorización que agravie a las partes. 


No lo es porque, en la admisión probatoria el debate se limita al análisis de las 
condiciones de utilizabilidad procesal no a la asignación de alcance del valor probatorio 
que corresponde a la sentencia. Ponente: Juez primero de extinción de dominio: Juez Mtra. 
Lorena Villaseñor. Aceptada. 


Acuerdos 


1.- Deben quedarse copias de la contestación de la demanda y anexos a disposición de la 
parte actora y de terceros, en la secretaria del juzgado a manera de descubrimiento probatorio. 
Propuesta de la fiscalía aceptada 


2.- En los oficios donde se requieran informes es pertinente incluir referencia y texto del 
artículo 190 de ley nacional de extinción de dominio destacando el tiempo que se tiene para dar 
cabal cumplimiento. Propuesta de la fiscalía aceptada. 


3.- El debate sobre admisión probatoria seguirá el orden que determine el juez de 
extinción de dominio ya sea de análisis de cada prueba en individual o por bloque. Propuesta de la 
defensa aceptada de manera modificada a la inicial en la que se solicitó que el debate de admisión 
probatoria fuera de prueba por prueba. 
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Tercer conversatorio? 
Criterios preferentes 


os hechos controvertidos son fijados exclusivamente por las partes. 


La interpretación sistemática y teleológica del artículo 208 inciso b de la ley nacional de 
extinción de dominio, dispone que las partes contendientes son las que fijan la litis, al exponer 
los hechos y el derecho que sustentan sus planteamientos, como expresamente lo finca el arábigo 
204 de la ley de la materia. 


Luego, la actividad jurisdiccional se limita, en atención al principio de publicidad, 
a enunciar los hechos litigiosos a los que se centrara el debate, sin modificarlos, reducirlos o 
ampliarlos. Consulta de la fiscalía especializada en extinción de dominio. 


s dable ofertar, en la audiencia inicial la pericial utilizada en la fase de preparación de 
la acción de extinción de dominio. 


De los artículos 115 y 190 ley nacional de extinción de dominio se desprenden 2 etapas 
probatorias: 


1.- Para indagar procedencia y sustento de la acción por parte del ministerio público. 
2.- Para probar o refutar la pretensión ministerial. 


En ambas fases pueden utilizarse las mismas pruebas, pero al tratarse de momentos y 
fines distintos no todas las que se utilizan para indagar la procedencia de la acción son útiles para 
acreditar la pretensión y, las que sí, válidamente pueden ser empleadas para los dos fines, en cuyo 
caso deberá ofertarse en el momento procesal oportuno, la audiencia inicial. 


Coherente con ello, la pericial producida en la fase de preparación a juicio, no pasa en 
automático a la audiencia inicial, sino que debe depurarse. Lo que implica que deber ser excluida 
si no es útil ni pertinente o, en contrario, admitida previa propuesta del ministerio público, 
para su desahogo en la audiencia principal. Consulta de la fiscalía especializada en extinción de 
dominio. 


2 Verificado el 14 de junio del 2020 a las 4:00 pasado meridiano, en el auditorio bicentenario del 


poder judicial de Guanajuato dirigido por la magistrada Mtra. Gloria Jasso Bravo, con asistencia 
del juez primero de extinción de dominio Mtra. Lorena Dolores Villaseñor Garay, juez segundo 
de extinción de dominio Mtro. Hugo Ernesto Hernández, juez civil Lic. Cigúeña Circe León López, 
fiscal Lic. Julio César Velázquez, defensor público Lic. Néstor Ezequiel Manzo Villegas y el defensor 
público Lic. Miguel Ángel Ramírez Padilla. 
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a mecánica del desahogo de la audiencia inicial sigue las reglas generales de orden que 
se desprenden de los principios de oralidad y del contradictorio. 


La mecánica del desahogo de la audiencia inicial, no detallada en el ordinal 126 ley 
nacional de extinción de dominio relativa a la admisión probatoria, debe desahogarse acorde a 
las reglas que se derivan de los principios de oralidad y contradictorio indicados en el artículo 61 
ley nacional de ejecución penitenciaria. 


Del principio de oralidad, que contiene implícito el circuito de la comunicación, se 
desprende su inicio cuando el emisor manda un mensaje al receptor y se cierra cuando el receptor 
se convierte en emisor. Mientras que, del principio del contradictorio, se colige que el juez necesita 
escuchar sendos los planteamientos de las partes, antes de resolver. 


Aplicado lo anterior al desahogo de la audiencia inicial, es claro que si bien no tiene 
una tramitación detallada, si lleva implícitas reglas generales consistente en el que el juez debe 
conceder intervenciones sucesivas a las partes: Presentación de postura (tesis), replica (antítesis), 
evitando el pimponeo. 


Sin que existan otras reglas especiales aplicables a la mecánica de la audiencia inicial 
por lo que las pautas de desahogo deben ser determinadas por las características de cada caso 
concreto, a criterio jurisdiccional, tal como si se analiza la oferta probatoria de forma individual 
o en bloque. Consulta de la fiscalía especializada en extinción de dominio. 


a fiscalía, en la audiencia inicial, puede reofertar pruebas al momento de la refutación 
de los medios de convicción por parte demandado. 


En los supuestos de objeción de la defensa a las pruebas ofertadas por la fiscalía en la 
audiencia inicial cabe la posibilidad de un nuevo ofrecimiento por parte de la fiscalía que debe 
ser ejercitado inmediatamente después de la refutación a su prueba. 


Entre los principios que inspiran el procedimiento de extinción de dominio enunciados 
en el artículo 61 de la ley respectiva, consta el de igualdad del que desprende la prohibición de 
regresar a etapas previas una vez que se haya concluido el debate. 


Implicaría una franca desigualdad procesal para cualquiera de las partes, si se 
permitiera que una vez concluido el debate sobre un tema en concreto, como lo es la oferta de 
un medio de prueba y la refutación al mismo, se le permitiera reabrir el planteamiento, el que 
además, dada las características de un sistema rogado, se le debe tener por consentido. 


o 
yo 

1] 
3 

un 
Ll 
Ko] 
e) 


Gaceta Judicial - Poder Judici 


[e] 
3 
49] 
ps 
un 
Lu 
0] 
e 
:S 
2 
3 
=] 
2 
Fe 
E] 
eel 
fo) 
A 
5 
2 
3 
5 
3 
3 
S 
3 
Es] 
3 
(o) 


Febrero 2021 | Año III | No. 1 


Entonces, en el supuesto previamente mencionado, el fiscal tiene un segundo momento 
para ofrecer pruebas momento después de la refutación a su planteamiento original que haga 
el demandado y, en caso contrario se debe tener por consentida la objeción del demandante y 
precluido el derecho de la fiscalía a reofertar medios de prueba, aunque lo haga en la misma 
audiencia. Ponente: Jueces de extinción de dominio. 


a pericial, en el proceso de extinción de dominio, la prueba pericial no necesita 
aceptación y protesta del cargo, ni perito en rebeldía, ni peritaje tercero en discordia. 


El proceso de extinción de dominio es un hibrido que recoge reglas adjetivas civiles y 
del proceso penal acusatorio adversativo y, tratándose de la pericial, las reglas son más parecidas 
a las adjetiva penales. 


Pues bien, en el proceso penal acusatorio un sector de la doctrina científica entiende 
que la prueba pericial no es colegiada y finca diferencias entre perito, testigo experto y consultor 
técnico. Todos especialistas en una ciencia, arte u oficio, pero con diferentes roles. 


El perito es quien primero analizo las evidencias del caso concreto. Mientras que 
el testigo experto analiza el dictamen del perito y da su opinión sobre los hechos. En tanto el 
consultor técnico es quien asesora a algunas de las partes en la rama de su experticia y no puede 
ser convocado a la palestra. 


La explicación anterior clarifica la prueba pericial en extinción de dominio, disciplinada 
en los artículos 129 a 136 donde se estable que la prueba pericial es individual de cada parte (la ley 
no diferencia entre perito y testigo experto) y el desahogo de la prueba es mediante interrogatorio 
y contrainterrogatorio. 


Por lo que los peritos no tienen que aceptar el cargo, tampoco se designa en rebeldía 
en caso de omisión a señalamiento de alguna de las partes, ni hay tercero en discordia como 
corresponde a un sistema procesal diferente de naturaleza civil o penal de tendencia mixta. 
Ponente: Jueces de extinción de dominio 


s conveniente fotografíar los bienes sujetos a inventario para facilitar suidentificación 


Acorde al artículo 241 fracción X de la ley nacional de ejecución de dominio de los 
bienes, la responsabilidad de realizar un inventario de los bienes asegurados recae a unidad de 
administración quien debe contar con la descripción detallada de los bienes, lo que puede hacerse 
por medio de fotografías. Ponente: Jueces de extinción de dominio. 


Segunda sección 


Reflexiones a las tesis y 
jurisprudencias federales 


En este segmento se cavila 
sobre algún criterio, tesis o 
jurisprudencias federales, desde el 
ángulo de su efectiva aplicación, 
emitiendo una opinión sobre 
su contenido y puntualmente 
exponiendo su acierto o desatino 


Reflexiones del proceso penal acusatorio. 


Estándar probatorio p 


Juez Mtro. José Juan Villagómez Amézquita * 


Mucho se ha discutido sobre el tratamiento que debe brindarse a la duplicidad del 
plazo constitucional o su prórroga; ya porque se pretende la maximización derechos 
fundamentales y procesales del imputado —detenido o no-, o ya porque de la audiencia 
inicial pueden derivar actos de molestia en perjuicio del mismo. 


De una u otra manera, cuando se propone la prórroga o la duplicidad del 
plazo constitucional, tal parece que se intenta, desde esa primitiva etapa procesal, el 
ofrecimiento de la totalidad del caudal probatorio que permitiría resolver “el fondo 
de la controversia”; lo que ha llevado a catalogar esta institución como un mini juicio. 
A últimas fechas, la autoridad federal ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre 
esta clase de apreciaciones, como lo muestra la siguiente tesis de jurisprudencia: 


Época: Décima Época 

Registro: 2019450 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 08 de marzo de 2019 10:11 h 
Materia(s): (Penal) 
Tesis: 11.20.P.80 P (10a.) 


Auto de vinculación a proceso dictado dentro de la ampliación del término 
constitucional. En esta resolución el alcance de un estado probatorio contradictorio 
es exclusivamente de naturaleza preliminar. Cuando se dicta un auto de vinculación a 
proceso dentro de la ampliación del término constitucional, no es el momento oportuno 
para oponer las pruebas contradictorias que obren en autos, y dar prevalencia a unas 
sobre las otras, ya que esa evaluación queda reservada, en su caso, para la etapa 
intermedia, toda vez que en el sistema penal acusatorio no se otorga a las primeras 
etapas una fase determinante, sino meramente preliminar, que si bien ya eran así en 
el sistema tradicional, ahora son todavía más formales y meramente preliminares, 
por lo cual, el alcance de un estado probatorio contradictorio a nivel de auto de 


* Juez de Oralidad Penal en el Estado de Guanajuato. Maestro y Licenciado en Derecho por la 
Universidad de Guanajuato. Docente. 
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término constitucional en este nuevo sistema acusatorio adversarial, es exclusivamente 

J de naturaleza preliminar, pues el auto de vinculación no resuelve el fondo del asunto, 
sino que su finalidad es determinar si los datos de prueba justifican la continuación del 
proceso que se lleva a una etapa posterior intermedia de depuración, máxime que en el 
auto señalado el Juez no puede depurar anticipadamente, salvo un caso de excepción que 
impidiera la apertura de la continuidad, pues ello implicaría, en su caso, que no hubiera ni 
siquiera un estado de contradicción, sino un estado absoluto de desvanecimiento de datos. 
Así, la autoridad constitucionalmente facultada para determinar bajo su responsabilidad 
si existen datos insuficientes para la continuidad del proceso, es el Juez de Control, por lo 
cual, en el amparo no puede sustituirse esa valoración que es evidente y eminentemente 
preliminar'. 


Segundo tribunal colegiado en materia penal del segundo circuito. 

Amparo en revisión 338/2018. 10 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretaria: Susana Díaz González. 

Amparo en revisión 340/2018. 10 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretaria: Susana Díaz González. 

Amparo en revisión 341/2018. 10 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretaria: Susana Díaz González. 


Esta clase de criterios contribuyen a la consolidación del sistema acusatorio, 
puesto que la interpretación que se hace de los principios e instituciones que lo regulan 
aligera y agiliza la secuela procesal. 


El simple hecho de pensar en el desahogo de medios de prueba ante el juez de 
control nos lleva a plantear serios cuestionamientos -que debido a su complejidad por 
el momento no habremos de responder-, ya que luego del desahogo del medio de prueba: 
1) ¿quién determina su alcance o contenido como dato de prueba?; 2) ¿el dato de prueba 
deben proponerlo las partes o puede hacerlo el juzgador?; 3) si el dato de prueba lo 
delimitan las partes —-mediante su argumento- ¿cómo puede el juzgador “olvidar” aquello 
que percibió con sus sentidos y que no consideraron relevante las partes?; 4) si el contenido 
del dato de prueba lo delimita o amplía el juzgador ¿esa actividad podría catalogarse como 
“incorporación de información”?; y, en su caso, 5) cómo confrontar datos de prueba con 
medios de prueba sin afectar la igualdad de las partes? 


Bajo el cristal del debido proceso, ubicaríamos la cuestión que nos ocupa en 
aquella formalidad esencial del procedimiento que consiste en el derecho a probar, 
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complementada con la tutela jurisdiccional “desde la cual se protege que las partes tengan 
una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo 
de sus pretensiones”, ya que ello se encuentra íntimamente unido con el derecho de acceso 
a la justicia?. 


Concluyendo: Pretender una resolución que se ocupe del “fondo del asunto” dentro 
del plazo constitucional no generará efectos definitivos. El párrafo quinto del artículo 19 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 318 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales atribuyen la fijación de la materia del proceso a esa 
determinación judicial; con la posibilidad de que, en caso de ser adversa a los intereses del 
Ministerio Público, se replantee la formulación de imputación, como lo indica el segundo 
párrafo del precepto 319 del último ordenamiento mencionado, con la obvia intención de 
una vinculación a proceso. 


2 Derecho humano al debido proceso. Elementos que lo integran. México. Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (Primera Sala). Décima Época. Registro: 2005401. 


Reflexiones en derecho procesal mercantil 


La legalidad de pactar notificaciones 
electrónicas por las partes en el 
procedimiento convencional en 
materia mercantil. 


Dr. Juez Miguel Ángel Maricchi Carpio * 


La legalidad de incluir la cláusula de notificación de las actuaciones judiciales a través de 
medios electrónicos en el procedimiento convencional mercantil acordado por las partes, es una 
institución controvertida, sin embargo, la suprema corte de la nación resuelve esta problemática 
con la tesis por contradicción que se analiza. 

De manera general, las notificaciones por medios electrónicos han originado polémica 
para un tratamiento adecuado en las instituciones de emplazamiento y de notificación, por 
mucho tiempo se ha producido incertidumbre sobre la legalidad de ésta, no solo en materia 
mercantil, sino en varias materias; lo que no debería ser un problema, o bien, debería ser 
problema superado como en materia de amparo y administrativa, sin embargo, hoy existen 
diferentes posturas como se aprecia en los siguientes argumentos: 

Aún existen criterios contrarios a la legalidad de la notificación de actuaciones judiciales 
por medios electrónicos en algunas materias como la civil, la familiar y la mercantil, para el caso 
que se analiza se citan criterios contrarios a la inclusión de la cláusula pactada por las partes 
para las notificaciones de manera electrónica en proceso convencional; derivados de la misma 
contradicción de tesis. 

Los razonamientos sustentados por el primer tribunal colegiado en materia civil del 
tercer circuito, al resolver el amparo directo 40/2018, y el diverso sustentado por el segundo 
tribunal colegiado en materia civil del tercer circuito, al resolver el amparo directo 5/2018; 
derivaron dos aspectos fundamentales para el análisis de las resoluciones señaladas, mismos que 
se reproducen de la siguiente manera: 


1.- “En opinión del tribunal resolutor, esa institución procesal! los derechos y los 
requisitos legales que le son inherentes, no pueden ser objeto de negociación entre las 
partes, debido a que, además de no estar incluidos entre los supuestos señalados en el 


RE Juez de oralidad mercantil del estado de Guanajuato. Doctor en derecho. 


1 Acuerdo de notificaciones electrónicas pactadas por las partes en el Proceso Convencional Mercantil. 
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citado precepto 1053; por su singularidad, no podrían estar comprendidos de 
modo implícito, dentro del tipo de derechos que sí pueden ser sujetos de un 


procedimiento convencional.”? 


“Cada una de esas dos consideraciones fundamentales, de ser apegada a derecho, 
sería suficiente, por sí sola, para que no se admita la demanda mercantil en la vía 
del procedimiento convencional, pues de proceder únicamente la vía mercantil 
ejecutiva ello excluiría la aplicación de ese procedimiento; de ser errónea la 
primera de esas consideraciones, restaría esclarecer si el procedimiento 
convencional es válido y, por ende, idóneo para deducir a través del mismo la 
acción de origen. En suma, para admitir la demanda en la vía propuesta por el 
quejoso debe demostrarse la ilegalidad de ambas consideraciones.” 


2.- “El emplaza miento ahí previsto no satisface las formalidades propias de un 
acto procesal de esa relevancia...En cambio, la práctica del emplaza miento 
escapa a esas hipótesis y los planteamientos que motivaron la presente 
contradicción de tesis implican determinar precisamente si es factible que 
en un procedimiento convencional mercantil se estipule cómo habrá de ser 
llevado a cabo.”* 


Ante ésta contradicción conoció el pleno en materia civil del tercer circuito, 
correspondiente a la sesión de veintiséis de marzo de dos mil diecinueve, en la cual 
emitió la siguiente jurisprudencia por contradicción: 


Época: Décima Época 

Registro: 2019966 

Instancia: Plenos de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h 

Materia(s): (Civil) 

Tesis: PC.IILC. J/46 C (10a.) 


2 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA 


MERCANTIL. ES POSIBLE EFECTUAR EN ÉSTE NOTIFICACIONES POR CORREO ELECTRÓNICO, 
PREVIO CERCIORAMIENTO DEL JUEZ, ATRAVÉS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS A SU CARGO CON 
FE PÚBLICA, DE SU REMISIÓN Y/O RECEPCIÓN. ejecutorias https://sjf.scin.gob.mx/sjfsist/Paginas/ 
DetalleGeneralScroll.aspx?id=432248:Clase=VotosDetalleBL8ldTe=2019966. 


3 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA 


MERCANTIL. 


4 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA 


MERCANTIL. 
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Procedimiento convencional en materia mercantil. Es posible efectuar en éste 
notificaciones por correo electrónico, previo cercioramiento del juez, a través de los 
servidores públicos a su cargo con fe pública, de su remisión y/o recepción. El Código de 
Comercio en sus artículos 18, 20, 20 bis, 21, párrafo primero, 21 bis, 22 a 27, 30 a 32 bis, 49, 80, 
89 a 94, 1205 y 1298-A, así como la Ley Modelo de la Comisión de las Naciones Unidas para 
el Derecho Mercantil Internacional, reconocen y dan valor probatorio a las transmisiones de 
datos informáticos, así como a los mensajes de datos y les otorgan fuerza vinculante. Incluso, 
la doctrina nacional e internacional considera en la actualidad como natural el binomio 
entre informática y derecho, al establecer que en la actualidad jurídica contemporánea 
la computadora se considera un instrumento utilizado por los juristas para crear bancos 
de datos jurídicos y para facilitar la administración de la justicia. Así, las notificaciones por 
medios electrónicos resultan ser una alternativa que no implica menor seguridad y eficacia 
en las notificaciones, pues el correo electrónico (e-mail), no es otra cosa que el envío de los 
comunicados personales y oficiales por medio de redes cerradas (intranet o extranet) y abiertas 
(internet), a las direcciones procesales electrónicas de las partes, las cuales están conformadas 
por casillas o cuentas de correo electrónico; máxime que el Juez, en uso de sus atribuciones 
puede verificar a través de los servidores públicos a su cargo con fe pública, el envío y 
recepción del mensaje de datos. Lo anterior, sin perjuicio de ordenar su recuperación en caso 
de destrucción a través de los protocolos informáticos correspondientes. Por tanto, es posible 
efectuar notificaciones por correo electrónico en el procedimiento convencional en materia 
mercantil previo cercioramiento del Juez, a través de los servidores públicos respectivos, de su 
remisión y/o recepción. 


PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Segundo, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 26 de marzo de 2019. Mayoría de 
cinco votos de los Magistrados Carlos Arturo González Zárate, Víctor Manuel Flores Jiménez, 
Carlos Ministros Rojas, Eduardo Francisco Núñez Gaytán y Rodolfo Castro León. Disidente: 
Jesús Antonio Sepúlveda Castro. Ponente: Rodolfo Castro León. Secretaria: Laura Icazbalceta 
Vargas. 


Tesis y criterios contendientes: 


Tesis 1IL.20.C.94 C (10a.), de título y subtítulo: “PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL 
EN MATERIA MERCANTIL. ES LEGAL QUE LAS PARTES PACTEN QUE LAS 
NOTIFICACIONES SE REALICEN VÍA CORREO ELECTRÓNICO,, aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, Tomo III, noviembre de 2018, 
página 2311 y; 


El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo directo 40/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 5/2018. 
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.* 


Los argumentos contrarios a la postura de la Jurisprudencia han sido diversos en los 
foros, sin embargo en el tratamiento que hago de este tema de las Notificaciones por Medios 
Electrónicos en Libro de “Contratos: Ensayo contemporáneos. Capítulo Contratos celebrados 
electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio.”*, hago un estudio del tratamiento 
y valor probatorio de los Contratos firmados Electrónicamente, así como de las Actuaciones 
Judiciales notificadas de esta manera. Se advierte del trabajo publicado que es una realidad legal 
el tratamiento, el valor de las notificaciones realizadas electrónicamente, las cuales adquieren 
valor probatorio pleno ante la Autoridad Judicial, y surten sus efectos y consecuencias; 
también debe advertirse que admite excepciones como el robo de datos o de identidades, pero 
eso es materia de prueba; en consecuencia se toma como postura, que sí es factible y legal la 
Notificación de Actuaciones por Medios Electrónicos, y más aún, que es legal pactarlas en el 
Procedimiento Convencional Mercantil por la potestad implícita en los numerales rectores que 
sirven de fundamento y que se exponen a continuación: 


Aunado a los numerales implícitos en la tesis jurisprudencial en estudio, también es 
necesario acudir al contenido de los siguientes preceptos normativos para apuntalar la postura- 


En el código comercio de nuestro país se encuentra regulado perfectamente el 

tratamiento y valor probatorio con carácter “pleno” de las comunicaciones electrónicas entre 
las partes, en consecuencia y por equiparación los comunicados de actuaciones judiciales, de las 
formas de comunicación entre las partes fuera y dentro del proceso, adquieren valor probatorio 
pleno y tienen efectos obligatorios, como puede advertirse de los siguientes numerales que se 
reproducen: 
Artículo 89 bis del Código de Comercio.- No se negarán efectos jurídicos, validez o fuerza 
obligatoria a cualquier tipo de información por la sola razón de que esté contenida en un 
Mensaje de Datos. Por tanto, dichos mensajes podrán ser utilizados como medio probatorio 
en cualquier diligencia ante autoridad legalmente reconocida, y surtirán los mismos efectos 
jurídicos que la documentación impresa, siempre y cuando los mensajes de datos se ajusten a las 
disposiciones de este Código y a los lineamientos normativos correspondientes”. 


Artículo 91.- Salvo pacto en contrario entre el Emisor y el Destinatario, el momento de 
recepción de un Mensaje de Datos se determinará como sigue: 1. Si el Destinatario ha designado 


5 PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA MERCANTIL. ES POSIBLE EFECTUAR EN ÉSTE 
NOTIFICACIONES POR CORREO ELECTRÓNICO, PREVIO CERCIORAMIENTO DEL JUEZ, ATRAVÉS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS A SU CARGO CON FE PÚBLICA, DE SU REMISIÓN Y/O RECEPCIÓN. https://sjf.scjn. 
gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralScroll.aspx?id=432248:Clase=VotosDetalleBL8ldTe=2019966 


6 Maricchi Carpio, M. Á.: Contratos: Ensayo contemporáneos. Capítulo, Contratos celebrados 
electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio. Ed. UBIJUS. S.A.DE C.V. ciudad de México. 
pp. 351 - 370. México. 2017. 


Y Código de Comercio. Comercio Electrónico CAPITULO | De los Mensajes de Datos. http://www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/3_311218.paf. 
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un Sistema de Información para la recepción de Mensajes de Datos, ésta tendrá lugar en el 
momento en que ingrese en dicho Sistema de Información... 


Artículo 210-A.- Se reconoce como prueba, la información generada o comunicada que conste 
en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología. Para valorar la fuerza probatoria 
de la información a que se refiere el párrafo anterior, se estimará primordialmente la fiabilidad 
del método en que haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es 
posible atribuir a las personas obligadas el contenido de la información relativa y ser accesible 
para su ulterior consulta.* 


Otras fuentes de aplicación para reafirmar la legalidad del pacto multicitado entre las partes de 
un juicio, se involucran las siguientes leyes: 


Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Código de Comercio; Supletoriamente 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el Código Civil Federal y el Código Federal 
de Procedimientos Civiles; Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental; Norma Oficial Mexicana a que se refiere el artículo 49 del Código de 
Comercio, Ley de firma electrónica avanzada; leyes que tiene tratado la comunicación por 
medios electrónicos avanzados. 


Concluyendo. La cláusula de notificaciones por medios electrónicos autorizados y 
pactadas por las partes de un procedimiento convencional mercantil, no viola ninguna garantía 
de legalidad o de estricto derecho por el imperativo señalado en el artículo 1052 del código de 
comercio de nuestro país, ordenamiento que impone al tribunal se someta al procedimiento 
convencional que las partes hubieren pactado con respeto a las formalidades esenciales del 
procedimiento. Porque en este procedimiento convencional la autoridad judicial y la modalidad 
de éste procedimiento no permite restringir clausulas apegadas a derecho, por ser explícito 
e imperativo, por lo tanto, las parte pueden libremente convenir ésta forma de notificación 
como parte del proceso convencional, siempre que no vulneren los requintos esenciales del 
procedimiento. Violación procesal que no sucede cuando las partes pactan ésta forma de 
notificación. Según se refiere desde el contenido de los Artículos 1051, 1052, 1053,1054 del 
Código de Comercio los que de manera general refieren: Que el procedimiento mercantil 
preferente a todos es el que libremente convengan las partes, el sometimiento de los tribunales a 
la forma de procedimiento que las partes proponga, la autorregulación e imposición de pruebas, 
etapas entre las partes del procedimiento convencional y la legalidad de las clausulas, siempre 
que no vulneren derechos procesales, por lo que esta forma de notificación pactada no viola 
ningún derecho ni principio procesal. 


8 CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES CÁMARA DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA 
UNIÓN Secretaría General Secretaría de Servicios Parlamentarios Última Reforma DOF 09-04-2012 31 
de 109. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/3_311218.paf1. 
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Por otra parte se debe privilegiar en este tipo de proceso el contenido del artículo 17 
Constitucional en el párrafo tercero, el cual contiene el fundamento para agilizar y acelerar el 
procedimiento en forma legal, cuyo contenido parcial se transcribe: “Siempre que no se afecte 
la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 
seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre 
los formalismos procedimentales.” En consecuencia las notificaciones electrónicas pactadas 
por las partes en un proceso convencional se consideran legales. Ajustadas a derecho no solo en 
materia Mercantil, sino en todas las materias. 


E Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de diputados. http://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_060619.pdf. 
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Tercera sección 


Una aportación a 
la tarea de la 
valoración 
probatoria 


Mtro. Israel González Ramírez* 


Sumario: L- Introducción, Il:- La necesidad de explicar: TÍ. gumentar. TV.- La 
argumentación y la prueba. V.- Sistemas de valoración de la-pruel la gal o tasado. 2.- Libre 
convicción O sana crítica. VI.- El ideal a alcanzar. VIL=El caso a discutir. VÍH.- La ropudl de 
ejercicio. 


Resumen: En este trabajo pretendemos poner de relieve la importancia 
de justificar las decisiones judiciales sobre la base de criterios de racionalidad y 
razonabilidad, y para ello buscaremos instrumentos que permitan una determinación 
y explicación de los hechos controvertidos a través de razones que conduzcan a la 
posibilidad de predicar las calidades de congruencia interna y externa de la decisión, es 
decir, de razones que no pugnen con los principios de la lógica y respecto de las cuales 
haya suficiente sustento de su acontecer en el mundo de relación social; aspectos en los 
que trataremos de subrayar la importancia del sentido común de los operadores de la 
norma penal en sede jurisdiccional como elemento intuitivo insustituible e indispensable 
al momento de apreciar las pruebas y fijar los hechos que éstas demuestran. 


Abstract: In this paper we intend to highlight the importance of justifying 
judicial decisions based on criteria of rationality and reasonableness, and for that we will 
look for instruments that allow a determination and explanation of the controversial 
facts through reasons that lead to the possibility of preaching the qualities of internal 
and external congruence of the decision, that is, of reasons that do not conflict with 
the principles of logic and with respect to which there is sufficient support for their 
occurrence in the world of social relation; aspects in which we will try to underline the 
importance of the common sense of the operators of the criminal law in jurisdictional 
headquarters as an irreplaceable and indispensable intuitive element when evaluating 
the evidence and fixing the facts that they demonstrate. 


Palabras clave: Racional. Razonable. Lógica. Prueba. Valoración. 


Keywords: Rational. Reasonable. Logical. Evidence. Evaluation. 


iS Licenciado en Derecho por la Universidad de Guanajuato, Maestro en Derecho Procesal 
Penal por el Instituto de Estudios Superiores en Derecho Penal, Maestro en Derecho Procesal 
Judicial por la Escuela de Investigación Judicial del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, 
actualmente labora como Secretario proyectista de la Segunda Sala Penal del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato 
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I.- A manera de introducción 


La tesis que vamos a sostener en esta investigación esla de que el producto dela valoración 
de la prueba bajo la perspectiva de la sana crítica se construye siempre con proposiciones 
racionales que permiten adscribir consecuencias jurídicas a los hechos que describen y que son 
atribuibles a una o varias personas, en donde la racionalidad de las proposiciones justificará la 
consecuencia si, habiendo sido sometidas a una batería compuesta por la crítica, la refutación 
y la contradicción, perviven proporcionando la mejor explicación en relación con lo que se ha 
dicho acontecido. 


La forma más sencilla que hemos encontrado para desarrollar estas ideas con una 
perspectiva útil y práctica es, además de proporcionar un sustento teórico básico, la de proponer 
el análisis crítico de un caso resuelto por los tribunales del Estado de Guanajuato en primera y 
segunda instancia, que incluso pasó la revisión extraordinaria del, entonces, tribunal colegiado 
en materia penal del décimo sexto circuito! 


El asunto está legalmente concluido y el estudio que aquí verificaremos no tiene más 

objeto que poner de relieve la necesidad del manejo adecuado del razonamiento por parte del 
juzgador, sin que sea nuestra intención evidenciar a nadie, por lo que acudiremos a su exposición 
sólo para ofrecer el ejercicio al lector de este trabajo que se anime a realizarlo. 
Por ello, también nos abstendremos de publicar cualquier dato de identificación del asunto, 
aunque debemos señalar, en ejercicio de objetividad, que obtuvimos autorización para realizar 
este estudio tanto del joven que fue sentenciado en el asunto como del magistrado que dictó la 
resolución definitiva en él. 


No podemos dejar de señalar que, tanto la forma en que quedó plasmado lo que se tomó 
como prueba de los hechos, como algunas referencias específicas al discurso judicial, se apegan 
estrictamente a lo que obra en la causa. Abordemos, pues, la tarea y que Júpiter y Themis nos 
sean propicios. 


1 Resulta conveniente precisar desde el inicio -y aunque sea sólo bosquejando a lápiz- que en el sistema 
jurídico mexicano, fuera de la obligación de proteger y garantizar derechos humanos, general para 
todo juez, los órganos jurisdiccionales de segunda instancia, encargados de resolver el recurso 
de apelación, se hacen cargo de temas de legalidad relativos a cuestiones procesales, valoración 
probatoria y de fondo (materiales) del conflicto planteado, de modo que revisan la forma en que los 
jueces asumen las pruebas y las inferencias que de ellas derivan, y se hallan legalmente facultados para 
realizar la valoración probatoria que consideren y resolver el asunto conforme a ella. Por otro lado, en la 
revisión que corresponde a los Tribunales federales a virtud del juicio de amparo mexicano, se analizan 
cuestiones de constitucionalidad de los actos jurisdiccionales que también, ineluctablemente, pasan 
por el tema de la valoración probatoria, aunque éstas autoridades no sustituyen a los jueces ordinarios 
y en sus resoluciones sólo señalan las violaciones constitucionales detectadas y fijan las pautas para 
enmendarlas. 
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I1.- La necesidad de explicar 


Comenzaremos esta indagación con un relato del maestro Armando Fuentes Aguirre que leí 
hace tiempo y que terminó por impactar en mi labor diaria. Espero transmitir el mensaje que de 
él recibí. El relato dice así: 


“(...) En el rincón más alejado de la barra de la taberna del pueblo se hallaba 
un parroquiano. Había pedido ya varias copas y cada vez que el cantinero las servía, 
el hombre las apuraba de un trago y luego decía hay cosas que no se pueden explicar. 
Picado por la curiosidad, después de servir la última que le pidiera, el cantinero le 
preguntó qué era lo que creía que no se podía explicar, y luego de apurar nuevamente 
su trago el hombre dijo - Amigo, hay cosas que no se pueden explicar. Vea usted. 


Tengo una pequeña granja y en ella tengo una vaca que me da leche todos 
los días. Esta mañana, muy temprano, me levante a ordeñar mi vaca, como todas las 
mañanas. Había acomodado el balde y estaba ya sentado en mi banquillo cuando la 
vaca con una pata tiró el balde, de modo que decidí amarrarle esa pata de un poste del 
corral. Había acomodado nuevamente el balde y me disponía a extraer la leche cuando, 
con la otra pata la condenada vaca volvió a tirar el balde. Había por ahí, por suerte, otra 
cuerda y pude amarrarle también esa pata a otro poste. 


Puesto otra vez el balde y sentado en mi banquillo, la vaca comenzó a golpearme 
el rostro con la cola; como ya no tenía cuerdas a la mano me quité el cinturón para 
amarrarle la cola de una viga del techo, por lo que subí al banquillo; como mis 
pantalones me quedaban flojos al estarla amarrando se me cayeron hasta los tobillos. 


Y ahí me tiene entonces, amigo, con la vaca amarrada de las dos patas traseras, 
amarrándole la cola a una viga del techo y con los pantalones hasta los tobillos, cuando, 
de pronto, entra mi mujer al corral... ¡carajo! En verdad hay cosas que no se pueden 
explicar (...).” 


Y ahí me tiene entonces, amigo, con la vaca amarrada de las dos patas traseras, 
amarrándole la cola a una viga del techo y con los pantalones hasta los tobillos, cuando, 
de pronto, entra mi mujer al corral... ¡carajo! En verdad hay cosas que no se pueden 
explicar (...).” 


El relato me sirve de marco ideal para señalar que, lejos de lo que piensa nuestro 
desafortunado parroquiano, en el mundo de relación social son más bien escasas las cosas 
que no se pueden explicar, pues a fuer de que tienen carácter fenoménico, siempre dejan una 
impronta que nos permite llegar a ellas para explicarlas, y esa explicación no consiste en otra 
cosa sino en la expresión de razones que encadenan la existencia del fenómeno con las huellas, 
rastros, señales, signos o vestigios que lo delatan. 
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Así, para lograr explicar el que ocupe nuestra atención, tendremos que construir una 
especie de historia, una narración que debe ser coherente y sostenible con datos objetivos para 
que logre aceptación en quien la conozca. 


En este sentido, para aterrizar tales ideas en nuestra materia, la procesal judicial, 
debemos decir, con Antonio Dellepiane, que la labor de un juzgador llega a confundirse con la 
de un historiador cuando a ambos les corresponde reconstruir una parte de la realidad a través 
de un método consistente en ir de los rastros, vestigios o huellas dejados por las cosas, hechos o 
seres, a esos mismos hechos seres o cosas?. 


La reconstrucción a que nos referimos no puede constituirse con cualquier contenido, 
sino que debe estar sólidamente argumentada, debe ser racional y razonable. Al respecto Juan 
Martín Romero Martínez cita a Mario Bunge para afirmar que la racionalidad en sentido lógico 
se refiere al esfuerzo por la consistencia, por evitar la contradicción, y en sentido dialéctico 
significa comprobar la validez de las inferencias, es decir, que la racionalidad es un esquema que 
permite estructurar ideas de manera consistente, así como verificar la validez de las inferencias 
dadas entre un grupo de proposiciones que forman un argumento. 


Dela razonabilidad señala que se traduce en una posición aceptada mediante el consenso 
donde no son relevantes criterios de validación lógica, pues con ella no se intenta comprobar 
la validez de las inferencias, sino dar razones sustentadas en criterios de naturaleza no formal, 
como valores. Y al repasar las ideas de Aleksander Peczenick dice que un discurso es racional si 
su resultado se determina por razones coherentes que sirvan de sustento al mayor número de 
enunciados y conceptos que justifiquen una teoría; así, el grado de coherencia dependerá del 
mayor número de elementos y ámbitos de la realidad que abarque la argumentación”. 


Nos hallamos en el contexto del proceso judicial, y el objeto de dicho proceso es el 
de establecer si un determinado hecho ha ocurrido para estar en posibilidad de adscribirle 
consecuencias jurídicas. 


En este sentido las ideas del profesor Michelle Taruffo nos sirven para expresar 
la primera parte del enunciado anterior como la pretensión del proceso de establecer si 
determinados hechos han ocurrido o no donde las pruebas sirven, precisamente, para resolver 
este problema, pues “(...) permiten establecer si los hechos relevantes para la decisión se han 
producido realmente y, en su caso, cuáles de ellos; es decir, para fundar y controlar la verdad de 
las afirmaciones que tienen a esos hechos por objeto (...)”. * 


2 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría de la prueba, 9 ed., Temis, Bogotá, 1997; pp. 14-23 


3 Cfr. Romero Martínez, J. M.: Estudios sobre la argumentación jurídica principialista. Bases para la toma 
de decisiones judiciales, UNAM-I1J, México, 2016; pp. 62, 106 


4 Taruffo, M.: La prueba de los hechos, trad. Ferrer Beltrán, Jordi, 4* ed., Trotta, Madrid, 2011; pp. 21-23 
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Ahora, para alcanzar el fin de una explicación aceptable es necesaria la coherencia 
narrativa, pues ésta, según MacCormick: 


“(...) Proporciona un examen de la verdad o la probable verdad de las 
proposiciones sobre cosas y sucesos no percibidos. Es un examen del carácter explicativo 
de la proposición examinada dentro del mismo esquema de explicación que explica 
las proposiciones que se consideran verdaderas sobre la base de la percepción. La 
probabilidad relativa de una u otra de dos proposiciones mutuamente inconsistentes 
sobre el mismo suceso no percibido (...) depende de la coherencia con los otros varios 
sucesos que se supone han ocurrido... la historia más coherente entre las historias 
mutuamente inconsistentes es la que implique la menor improbabilidad según tal 
examen (...).* 


Al comentar esta misma idea de MacCormick, Manuel Atienza dice que la coherencia 
narrativa suministra un test en relación con cuestiones de hecho cuando no cabe prueba directa 
sobre éste, y que dicho test justifica que asumamos creencias en relación con hechos pasados 
porque consideramos al mundo fenoménico como algo explicable en términos de principios 
racionales, 


Acudimos a MacCormick nuevamente para rescatar su afirmación en el sentido de que un: 


“(...) relato de un suceso pasado o de un complejo de sucesos relacionados pasados es 
creíble solo si es coherente. Esto exige que no haya inconsistencias lógicas inexplicables 
entre cualesquiera de sus elementos fácticos, y que exista alguna implicación causal y 
motivacional de todo el complejo de sucesos enunciados en las declaraciones fácticas 
que, en conjunto, constituya en sí mismo una explicación satisfactoria de los mismos. En 
el caso de dos explicaciones mínimamente coherentes, las que se apoyen en las hipótesis 
causales o motivacionales más plausibles y/o los recuerdos, registros o declaraciones 
de testigos más manifiestamente creíbles deben preferirse a las que hagan asunciones 
menos plausibles (...).”” 


Creemos que en esto consiste la razonabilidad de una explicación, y al respecto, Thomas, 
Da Rosa de Bustamante, Juan Antonio García Amado, y Alfonso J. García Figueroa, al analizar 
las ideas del autor antes citado dicen que “(Da razonabilidad, como concepto valorativo, asume 
en la dogmática jurídica el papel de un parámetro para evaluar y, esencialmente, criticar las 
decisiones jurídicas particulares. Funciona, en un último análisis, como un criterio —o, mejor 


dicho, un conjunto de criterios- para decidir de forma correcta.” * 


5 MacCormick, N.: Retórica y Estado de Derecho. Una teoría del razonamiento jurídico, trad. Gascón 
Salvador José Ángel, Palestra, Lima, 2016; p. 377 


6 Cfr. Atienza, M.: Las razones del Derecho. Teorías de la argumentación jurídica, UNAM, MÉXICO, 
2011,p.119. 


7 MacCormick, N.: Retórica y...; p. 378 
8  DaRosa de Bustamante, T. et al: Teoría de la argumentación judicial. Principio de proporcionalidad 


y racionalidad de las decisiones judiciales, trad. Panez Solórzano, Juan Carlos, Legales Ediciones, 
Lima, 2017; p. 265 
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II1.- Explicar y argumentar 


Las razones no aparecen, a los fines que aquí les adscribimos, aisladas, sino que se encuentran 
insertas, relacionadas, en un contexto argumentativo. Son los argumentos, entendidos como 
conjuntos de enunciados, de proposiciones, los que servirán para describir los hechos, las 
pruebas que los demuestran, las razones que se aducen para concluir que así es o que no, así 
como las consecuencias jurídicas que les corresponden y por qué. Los argumentos son la base 
toral del proceso, sin razones, sin argumentos, éste simplemente carece de contenido. 


Al respecto Rodolfo Luis Vigo dice que: 


“(...) con la argumentación se pretende que el derecho no se reduzca a voluntad o decisión 
autoritativa comunicada al destinatario, sino que contenga un esfuerzo justificatorio 
racional que pueda ser comprendido y aceptado por la razón del obligado (...) . Esa 
reconciliación del derecho con la razón práctica, aporta a la legitimidad de la autoridad 
y permite impugnarla cuestionando los argumentos aducidos como justificativos de lo 


mandado (...)”.? 


Y que la argumentación “(...) confía en que con la razón podemos comprobar si una 
decisión está justificada internamente por medio de la lógica, y también si está justificada 
externamente por medio de la identificación de los argumentos utilizados (...).”"" 


Este autor afirma que recurrir a argumentos implica la reivindicación de un derecho 
y una respuesta racional y razonable que rechaza lo que esté en contraposición de la lógica o 
lo gravemente absurdo desde el punto de vista axiológico* y entiende que la argumentación 
se traduce en el “(...) esfuerzo racional que debe hacer el jurista para determinar y persuadir 
a los destinatarios de que la solución jurídica se ajusta al caso y no es arbitraria o meramente 


autoritativa (...).”"' 


Por su parte, Daniel González Lagier dice de la argumentación, al verificar un análisis 
de las ideas de Stephen Toulmin, que: 


“(...) toda argumentación parte de una pretensión que es aquello que se sostiene, aquello 
que se quiere fundamentar. Si esta pretensión es puesta en duda, debe ser apoyada por medio 
de razones, esto es, hechos que den cuenta de la corrección de la pretensión. Ahora bien, en 
ocasiones hay que explicitar por qué las razones apoyan la pretensión, y ello debe hacerse 
por medio de un enunciado que exprese una regularidad que correlacione el tipo de hechos 


9 L. Vigo, R.: La interpretación (argumentación) jurídica en el Estado de Derecho Constitucional, 
Tirant Lo Blanch, México, 2017; p. 18 


10  L.Vigo,R.: La interpretación...; p. 22 
11  Cfr.L.Vigo, R.: La interpretación...; p. 50 


12  L.Vigo,R.: La interpretación...; p. 114 
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que constituye la razón con la pretensión. Este elemento fundamental de la argumentación 
es la garantía, que consisten siempre en una regla, norma o enunciado general. A su vez, la 
garantía puede ser apoyada con un respaldo, que trata de mostrar la corrección o vigencia de 
esa regularidad (...).”'? 


Llegados a este punto estamos en posibilidad de afirmar que todo lo expuesto hasta 
el momento en el tema del uso de la argumentación como un instrumento para expresar 
proposiciones racionales y razonables no puede alcanzarse si no se cuenta con un adecuado 
manejo y un conocimiento exhaustivo del lenguaje, pues, como sostiene Iván Escoto Mora, 
argumentar es “agrupar en el orden del lenguaje al pensamiento para dotar de significado a los 


símbolos que lo constituyen.”'* 


Este autor dice, con Manuel Atienza, que el aspecto formal de la argumentación remite al 
ámbito de la lógica en el sentido de que las proposiciones con que se construyen los argumentos 
deben ser congruentes entre sus premisas y conclusiones; y que en el aspecto material implica la 
justificación fáctica de dichas proposiciones en un marco de constatación objetiva que sustente 
la estructura formal.'* 


IV.- La argumentación y la prueba judicial 


Sentado lo anterior, acerquémonos más al tema que nos ocupa: la prueba judicial. Para 
ello, en primer lugar, destaquemos la enorme importancia que tiene desde la perspectiva social 
en relación con la expectativa de justicia, el tema probatorio, específica mente en el ámbito penal. 
A la humanidad le ha costado ríos de sangre y tinta evolucionar de la venganza privada como 
medio para resolver los agravios más gravosos perpetrados intersubjetivamente, a la potestad 
concedida al Estado para sancionarlos jurídicamente. Trecho histórico en el que se transitó 
por el juicio divino como parámetro demostrativo de un injusto; la tortura como prueba 
incuestionable del delito y el valor preasignado formalmente a los medios de convicción que se 
llevaban a proceso, hasta llegar a un estadio en el cual lo que se privilegia es la racionalidad y 
razonabilidad de enunciados acerca de hechos que se dicen acontecidos, a los que se les asigna 
una consecuencia jurídica atendida su plausibilidad, pues lo que se lleva a juicio no son los 
hechos que fundan la pretensión, sino las afirmaciones que acerca de esos hechos postulan las 
partes. 


Por esta razón coincidimos con Daniel González Lagier cuando sostiene que “probar 
un hecho consiste en mostrar que, a la luz de la información que poseemos, está justificado aceptar que ese 
hecho ha ocurrido”** y con Neil MacCormick cuando afirma que “es obvio que casi nunca podemos 


13 González Lagier, D.: Quaestio facti. Ensayos sobre la prueba, causalidad y acción, Fontamara, 
México, 2013; p. 40 


14  Escoto Mora, l.: El impacto de la argumentación jurídica. En los juicios orales y en la oralidad, 
UBIJUS, México, 2011; p. 12 


15 Cfr. Escoto Mora, l.: El impacto. ..; p. 29 


16 González Lagier, D.: Quaestio facti...; p. 75 
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conseguir una demostración absolutamente cierta sobre ninguno de los sucesos pasados, y es aún más difícil 
establecer con seguridad la verdad sobre una serie compleja o concatenación de sucesos y transacciones 
humanas.” '” Empero, respecto a este punto no debemos perder de vista que el proceso judicial no 
puede claudicar en su objetivo de declarar que el acontecimiento de un hecho resultó probado 
o no en su decurso, pues de ello depende la delicada tarea que reposa en los jueces, relativa a la 
impartición justicia. 


Sin desconocer la dificultad mencionada, Michelle Taruffo dice que la capacidad del 
proceso de alcanzar la verdad de los hechos es mínima en uno que limite fuertemente el empleo 
de los medios de prueba y contenga muchas reglas de prueba tasada; en tanto que es máxima en 
uno en el que todas las pruebas relevantes sean admisibles y estén sujetas a la libre apreciación 
del juez y que “el principio de verdad de los hechos no identifica una ideología específica del proceso... 
representa una suerte de dato constante que resurge en todas las ideologías que conciben algún tipo de 
decisión justa como finalidad del proceso.” ** 


El profesor italiano sostiene que una justicia carente de arbitrariedad debe basarse en 
alguna medida en la verdad, es decir, en juicios sujetos a verificación empírica.'” Y afirma que 


(sjolo en el ámbito de la concepción de la prueba como instrumento para alcanzar una 
determinación verdadera de los hechos puede encontrarse una confirmación coherente 
de la ideología que... se ha definido como legal racional de la decisión judicial, con todo 
el conjunto de garantías que se vinculan con ella... no tiene sentido invocar valores 
como la legalidad, la corrección y la justicia de la decisión si no se reconoce que la 
verdad de los hechos es condición necesaria para una correcta aplicación de la norma. 

Pero todo esto no tiene sentido si no se reconoce que la función propia y exclusiva de la 

prueba es la de ofrecer elementos para la elección racional de la versión de los hechos 

que puede definirse como verdadera. ” 

Bien. Tenemos sobre la mesa qué es lo que dota de contenido decisorio a un proceso 
judicial y de qué herramienta debe servirse para alcanzar su objetivo, que no es otra sino la 
argumentación. Ahora toca analizar cómo es que se debe manejar esa herramienta. Antes que 
otra cosa diremos con Boris Barrios González que, como un artesano en su oficio 


(e)l juez examina el hecho y la prueba frente a la previsión abstracta de la norma, 
reconstruye el hecho con base en la prueba, y allí el elemento de convicción: que la 
reconstrucción sea posible por razón de la prueba misma y no por sustitución 
intelectiva... porque interpretar la ley penal y aplicarla al caso concreto, con fundamento 
en la prueba o pretextando la prueba, no es simplemente cuestión de adecuación 
literaria, es, sobre todo, darle vida natural y perfecta a la norma (no un engendro), 


17 MacCormick, N.: Retórica y...; p. 371 
18 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; pp. 47 y ss 
19 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; p. 69. 


20  Taruffo, M.: La prueba de...;p. 86. 
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determinando su real sentido y alcance en la regulación de la vida real.” 
También es interesante lo que dice el profesor Perfecto Andrés Ibañez cuando señala 


al operar, como lo hace el juez, en el marco de un sistema escalonado de instancias, 
hay siempre un primer momento de máxima contigúidad al segmento de experiencia 
jurídica sometido a consideración. En él, se hace preciso entrar —con el lenguaje como 
único vehículo- en relación directa con los sujetos implicados, con las diversas fuentes 
de prueba; tomar contacto con la situación a examen, recibiendo así todo un cúmulo de 
informaciones que deben ser tratadas procesalmente, tamizadas en el juego de las reglas 
del método probatorio, evaluadas en función de su mayor o menor relevancia o aptitud 
para integrar un “supuesto de hecho”, en cuya construcción como tal el que enjuicia 
participa de manera activa.” 


Esta es una actividad, a más de compleja, muy delicada, por cuanto de ello depende la 
concreción, en la medida en que esto sea posible, de una decisión apegada al valor justicia, de 
modo que para poder llevarla a cabo, el maestro Ibañez dice que 


el juez recibe testimonios, examina documentos, analiza datos, que le son presentados 
en forma contradictoria e interesada. Sobre ellos debe realizar una cuidadosa labor de 
valoración crítica, desechando no sólo los que no ofrezcan garantías de veracidad, sino 
incluso aquellos que, con independencia de su eventual valor informativo, no hubieran 
sido obtenidos en el respeto de determinadas reglas procesales del juego, integrantes de 
la disciplina constitucional del proceso. Así resulta que la dimensión jurídico-sustantiva 
implícita en el tratamiento de la cuestión de hecho que viene dada ya en un primer 
momento por la concurrencia de una hipótesis normativa como hipótesis de trabajo 
del intérprete operativo, aparece además, reforzada por la predisposición de un marco 
formal, imperativo, al que ha de ajustarse el proceso como proceso de adquisición de 
conocimiento, si se quiere que éste resulte jurídicamente relevante.” 


Insistamos en que la conclusión obtenida de este ejercicio intelectual debe obtenerse 
sobre la base de la racionalidad y la razonabilidad para que podamos tenerla por justificada, 
pues, como dicen Marina Gascón Abellán y Alfonso García Figueroa (ejn el discurso sobre 
la prueba, el descubrimiento es el iter intelectivo que ha conducido al juez a formular como 
verdaderas aserciones sobre hechos controvertidos; la justificación hace referencia a las razones 
por las que esas aserciones pueden entenderse verdaderas... el juez no puede descubrir una 


21 Barrios González, B.: Teoría de la sana crítica. Interpretación, valoración y argumentación de la 
prueba, UBIJUS, México, 2017; p. 108. 


22 Andrés Ibañez, P.: Los hechos en la sentencia penal, Fontamara, México, 2005; p. 18. 


23 Andrés Ibañez, P.: Los hechos en...; p. 22. 
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verdad que luego no esté en condiciones de justificar mediante unos patrones de 
racionalidad, y para ello, necesariamente, habrá de hacer uso de tales patrones en el propio 
proceso de averiguación de la verdad.” 


Sobre este punto el tratadista Diego Del Vecchi dice que 


justificar externamente la premisa fáctica consiste en dar razones en favor de la verdad 
de la proposición que esa premisa expresa, en responder a la quaestio facti demostrando que lo 
que el enunciado asevera (el evento token) ocurrió efectivamente en el mundo... La justificación 
de una aserción tal, en una visión racionalista de la prueba, depende de la presencia de elementos 
probatorios suficientes para la aceptación del enunciado fáctico como premisa de la decisión.” 


Este mismo autor cita a Michelle Taruffo para señalar que la justicia de una decisión 
judicial no presupone únicamente su legalidad, entendida como una interpretación y aplicación 
correcta de las normas, sino también su veracidad, entendida como la comprobación de la verdad 
de los hechos relevantes. Para el profesor de Pavía las normas sobre pruebas con frecuencia son 
antiepistémicas, en la medida en que excluyen o limitan la búsqueda de la verdad, lo cual es 
relevante porque una cosa es la verdad de una proposición, que, en principio, es independiente 
de la prueba que al respecto se tenga, y otra cosa es que haya prueba suficiente en su favor. Así, 
“...) el solo hecho de que la decisión judicial contenga una premisa fáctica que el juez asevera 
como verdadera sobre la base de que hay prueba epistémica mente relevante en su favor, es una 
buena razón para afirmar que en el acto procesal final, i.e. la sentencia, hay una pretensión de 


verdad (...).”?* 


Finalmente señalemos la idea de Del Vecchi en el sentido de que la justificación del 
enunciado fáctico de una decisión judicial depende de la existencia de razones epistémicas, o 
sea, de pruebas suficientes en su favor, lo que trae como consecuencia la justificación del uso de 
ese enunciado como premisa menor de un silogismo judicial.” 


V.- Sistemas de valoración de la prueba. Legal o tasado y libre 
convicción o sana crítica 


Continuemos este análisis refiriéndonos ahora a las formas en que se lleva a cabo la valoración 
de la prueba en nuestro sistema jurídico. Así tenemos que en el curso de nuestra historia 
jurídico procesal reciente, son dos los sistemas de valoración a los que hemos acudido: el 


24 García Figueroa, A. et al: La argumentación en el Derecho. Algunas cuestiones fundamentales, 
Palestra, Lima, 2003; p. 397 


25 Del Vecchi, D.: Problemas probatorios perennes. Un análisis a la luz del nuevo proceso penal 
mexicano, Fontamara, México, 2018; p. 15 


26 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios. ..; p. 21. 


27 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios. ..; p. 38 
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sistema legal o tasado (que en realidad tuvo características de sistema de valoración mixto) y el 
de libre convicción o sana crítica. Veamos en qué consiste cada uno de ellos 


1.- Legal o tasado 
El primero de ellos, también según Del Vecchi, puede definirse como: 


“(...) uno en el cual el legislador, a través del establecimiento de reglas rígidas, determina 
cuánto peso tiene cada elemento de juicio, así como también cuándo un conjunto de 
elementos de juicio es suficiente para tener por probado el enunciado fáctico. Lo que 
cuenta es, en última instancia, lo que decide el legislador: él establece las condiciones 
fácticas concretas ante las cuales (está probado un hecho) (...).” 9 


Al hacernos cargo del análisis de este sistema de valoración de la prueba consideramos 
pertinente indicar que la apreciación de la prueba desde una perspectiva racional no es privativa 
del sistema acusatorio, sino que ya se hallaba presente en el sistema de enjuiciamiento penal 
inquisitivo mixto que fue dejado atrás. 


Ahora bien, cómo es que en éste sistema se llegaba a la conclusión de que a un hecho 
acontecido en el mundo de relación social correspondía una determinada consecuencia 
jurídica, trataremos de contestarlo a continuación. 


¿Con base en qué el Estado a través de los órganos facultados para ello podrá válida y 
legalmente fincar juicio punitivo a una persona para reprochar y sancionar su actuar? Podemos 
afirmar sin cortapisas que esa base la constituye el arsenal probatorio que a él se allega y que 
sirve para demostrar: i.- Que se verificó un hecho en el mundo de relación social derivado del 
actuar intencional o imprudente de una persona; ¡i.- Que ese hecho engasta en la descripción 
típica de una norma penal; y i1i.- Que quien realizó el hecho no se halla amparado bajo ninguna 
causa de justificación; que en virtud del estado mental y psicológico que guardaba al actuar 
es posible imputarle el resultado lesivo derivado de su hecho y que, en consecuencia, debe 
exigírsele que responda jurídica y legalmente por él. 


El código de procedimientos penales del estado de Guanajuato? previene una amplia 
libertad probatoria para justificar los extremos recién mencionados, cuya única limitante se 
encuentra en que las pruebas que se aporten sean conducentes y no vayan contra la moral o el 
derecho, según se establece en el artículo 194 del mismo código. de las que de modo nominado 
regula el ordenamiento en cita, únicamente la inspección y los documentos públicos hacen 
prueba plena, el resto han de considerarse como meros indicios, es decir, como hechos 
indicadores de un diverso suceso, como fenómenos de los cuáles es posible inferir la existencia 
de otros. 

El diverso numeral 273 del código invocado establece precisamente lo que se acaba 


28 Vigente a la fecha para los asuntos que ya se hallaban en trámite a la entrada en vigor del sistema 
acusatorio 
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de mencionar respecto del valor convictivo de las pruebas y el número 274 de esa misma ley 
contiene las reglas con las que ha de realizarse su valoración conjunta, destacando de modo 
superlativo el énfasis que en el citado precepto se otorga a la naturaleza de los hechos y al 
enlace lógico y natural más o menos necesario existente entre lo que se conoce y lo que se 
indaga. 


De este modo, para que se genere en el ánimo del juzgador, máxima autoridad en 
el proceso, la convicción de que algo aconteció en los términos que se plasmó en el párrafo 
que antecede, es necesario que éste realice un ejercicio de reflexión con base en las reglas de 
la lógica, la experiencia y la sana crítica, que arroje los instrumentos necesarios para que el 
órgano jurisdiccional justifique la decisión que tome en relación con el asunto del que conoce. 


Lo anterior quiere decir, en términos muy sencillos, que el juzgador no va a creer a 
pie juntillas lo que ante él expongan las partes, simple y sencillamente porque las pruebas 
que alleguen reúnan los requisitos formales previstos para que sean admitidas en el proceso, 
sino que debe verificar un análisis profundo para determinar si el hecho que se somete a 
su consideración verdaderamente existió, pues, siguiendo las ideas de Antonio Dellepiane, 
el resolver este problema implica la resolución de uno previo y de capital importancia: la 
posibilidad o imposibilidad de dicha existencia; imposibilidad que puede ser de distinta índole, 
a saber: a) Metafísica, cuando implica que el hecho de que se trate se oponga al principio 
lógico de contradicción, por ejemplo, que se afirme que una persona estuvo en un sitio en 
un momento dado, y al mismo tiempo en otro lugar; b) Física o natural, cuando el hecho se 
opone a las leyes constantes e inflexibles de la naturaleza, por ejemplo, afirmar que las rocas 
flotan en el aire; y c) Ordinaria o común, por la que el hecho se opone al curso regular de las 
cosas; a leyes de una constancia y generalidad sólo relativa, de donde resulta que, según sean 
esas leyes más o menos constantes o generales, la posibilidad o imposibilidad de ese hecho, o 
mejor dicho, la probabilidad o improbabilidad de su existencia aumentará o disminuirá,.” y 
aquí podríamos citar el valiosísimo ejemplo de que los delitos de carácter sexual, por su propia 
naturaleza, generalmente se cometen en ausencia de testigos. 


Dicho de esta forma, la prueba es, pues, el modo de aquilatar, de admitir la evidencia 
incuestionable de la verdad, entendida como la adecuación entre el pensamiento y la realidad; 
de cerciorarnos de su certeza legítima. 


Así, toda prueba, por legalmente plena o perfecta que sea, si se refiere a un hecho 
inverosímil, se torna en presuntivamente falsa, y por tal motivo, en judicialmente inaceptable; 
es decir, cualquiera que sea el medio o medios de prueba que se utilicen para reconstruir 
un hecho, si esa reconstrucción lleva a un resultado inverosímil o a un sistema de hechos 
parciales incoherentes o que se contradicen, dichas pruebas son inaceptables.* 


29 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; p. 38 


30 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 40 y ss. 
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Ahora, aún las pruebas que la propia legislación adjetiva admite con pleno valor 
demostrativo tienen un límite en ese sentido, pues demuestran únicamente en relación 
a su contenido, de modo que, para llegar al conocimiento pleno del hecho indagado, deben 
adminicularse con el resto de las que existan en el proceso. 


Todas ellas, sigue Dellepiane, en su calidad de partes accesorias de un todo, como 
hechos parciales o modalidades circunstanciales de un mismo suceso, deben concordar entre 
sí, deben ensamblar unas con otras, de manera que constituyan un hecho natural, lógico, 
coherente. Para que tengan eficacia demostrativa plena, deben obedecer a la ley de las tres 
unidades: tiempo, lugar y acción; de modo que cada indicio, al combinarse con los otros, tomará 
su lugar en el tiempo y en el espacio, y todos se coordinarán según su carácter o naturaleza, 
las relaciones de causa a efecto, de medio a fin, de coexistencia que los vinculan, y si resultan 
conformes con las relaciones necesarias que derivan de la naturaleza de las cosas, estaremos 
entonces ante pruebas cuya aceptación no es sólo válida, sino necesaria para establecer la 
existencia del hecho. ** 


Lo que hasta aquí ha sido expuesto constituye lo que dota de significado al contenido 
del artículo 274 del código de procedimientos penales del estado de Guanajuato, cuando 
literalmente establece que los tribunales, “(...) según la naturaleza de los hechos y el enlace 
lógico y natural necesario que exista entre la verdad conocida y la que se busca, apreciarán en 
conciencia el valor de los indicios hasta poder considerarlos prueba plena (...)”. 


Implica la actividad lógica de reflexión del juzgador para llegar a la certeza en su ánimo, 
a la convicción, de que un hecho humano aconteció y que es posible imputárselo penalmente 
a la persona que lo realizó, para que por él responda sobre la base de criterios de racionalidad 
y razonabilidad. 


2.- Libre convicción o sana crítica 


De otra parte, el sistema de valoración que por disposición expresa en los artículos 265 
y 402 del código nacional de procedimientos penales corresponde al sistema acusatorio es el de 
la sana crítica. Acudimos nuevamente a Del Vecchi para decir que en éste lo que relevante para 
resolver el peso probatorio es la relevancia epistémica objetiva de cada elemento de prueba, 
así como de su conjunto, que operen en favor de un enunciado fáctico, sin que existan reglas 
jurídicas que determinen ese peso, ni estados subjetivos a los que quede enlazada la suficiencia 
probatoria. 

Así, la única regla relevante es la que determina que la valoración de la prueba 
ha de justificarse de acuerdo a las pautas epistemológicas comunes. las reglas del correcto 
entendimiento humano. 


Serían estas reglas, y solo ellas, las determinativas del peso epistémicamente objetivo 


31 


32 


Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 89 y 90 


Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; pp. 46 y ss. 
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de las pruebas individualmente consideradas y del conjunto de ellas, en favor del enunciado 
fáctico. Añade que estas reglas las componen las de la lógica y las de la experiencia común. 


Este mismo autor sostiene que el producto obtenible de la epistemología eslo que identifica 
como la inferencia a la mejor explicación, lo que se traduce en una serie de criterios para elegir la 
hipótesis más plausible entre las que se hallan confrontadas, asumiendo la suficiencia epistémica 
como constitutiva del hecho de estar probado un enunciado fáctico, de modo que la declaración 
en este sentido por el órgano jurisdiccional describiría el hecho consistente en la mayor bondad 
explicativa de una hipótesis.** 


Podemos decir que la sana crítica la sana crítica es la operación intelectual realizada por 
eljuez destinada a la correcta apreciación del resultado de las pruebas judiciales, verificada con 
sinceridad y buena fe, que podría definirse como una especie de lógica interpretativa sumada al 
común sentir de la gentes, es decir, como la combinación de criterios lógicos y de experiencia 
que debe aplicar el juzgador. Las reglas de la sana crítica son, ante todo, las reglas del correcto 
entendimiento humano. En ellas interfieren las reglas de la lógica, con las reglas de la experiencia 
del juez. 


Unas y otras contribuyen, de igual manera, a que el juzgador pueda analizar la prueba con 
arreglo a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. Eljuez que debe decidir con 
arreglo a la sana crítica, no es libre de razonar a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente. 


Esta manera de actuar no sería sana crítica, sino libre convicción. La sana crítica es 
la unión de la lógica y dela experiencia, sin excesivas abstracciones de orden intelectual, pero 
también sin olvidar esos preceptos que los filósofos llaman de bondad lógica, tendientes a 
asegurar el más certero y eficaz razonamiento. ** 


Para Boris Barrios González la sana crítica constituye: 


“(...) el sistema, técnica y arte de juzgar atendiendo a la bondad y verdad de 
los hechos, sin vicios ni error, mediante la lógica, la experiencia, la equidad y las 
ciencias y artes afines y auxiliares y la moral, para alcanzar y establecer, con expresión 
argumentativa, la certeza sobre la prueba en el proceso donde el operador de justicia tiene 
que ser un entendido en la lógica, un técnico en la aplicación de las reglas que llevan del 
razonamiento lógico en la valoración de las pruebas vertidas en el proceso, ala exposición 
argumentativa de la justificación (motivación) y la explicación (argumentación) de la 
decisión judicial (...). * 


Y además dice este autor que la: 


33 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios. ..; pp. 53 y 54 


34 Recuperado de http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/sana-critica/sana-critica.htm 
el 21-02-19 


35 Barrios González, B.: Teoría de la...; pp. 34-35 
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“(... sana crítica en cuanto sistema de interpretación y valoración de a prueba 
opera no solo en función de orientar al operador de justicia en la aplicación de los 
principios y reglas que gobiernan el sistema, sino también exteriorizando, de manera 
argumentativa, cómo fue que llegó a la decisión del caso que juzga, permitiendo, de esa 


manera, que la fundamentación probatoria que empleó pueda ser verificada (...)”. ** 


VI.- El ideal a alcanzar 


De lo que hasta aquí hemos expuesto encontramos que, como estándar deseable, un 
operador de la norma jurídico penal en sede judicial experto en argumentación, estará en 
posibilidades de dar respuestas jurídicas que se encuentren más cerca del ideal colectivo de 
justicia. Sin embargo, subrayo, esto constituye aún una meta a alcanzar, pues como dice Barrios 
González, en nuestro sistema de justicia. 


“(...) el operador de justicia se acostumbró solo a justificar (motivar) su decisión en 
el poder de juzgar, y por cuanto que el fallo no alcanzaba a ser explicado (argumentación) 
no cumplía con el valor eficacia (interés social). Es así que el fallo solo cumplía, al amparo 
del colapsado modelo del positivismo lógico jurídico con ser legítimo (basado en la ley), 
válido (sustentado en el silogismo lógico: premisa mayor, premisa menor, conclusión), 
pero carente de argumentación, por lo que no cumplía con el valor eficacia de atender al 


interés social (...)”. ” 


Esto tiene una enorme relevancia en virtud de que en la materia penal está en juego 
siempre, tanto la libertad de una persona, como el derecho de otra a que se le repare el daño 
causado por una conducta penalmente ilícita. Por ello Luigi Ferrajoli dice, en relación con el tema 
que aquí nos ocupa, que el: 


“(...) presupuesto de la pena debe ser la comisión de un hecho unívocamente 
descrito y denotado como delito no sólo por la ley, sino también por la hipótesis de la 
acusación, de modo que resulte susceptible de prueba o confutación judicial... Al propio 
tiempo, para que el juicio no sea apodíctico, sino que se base en el control empírico, 
es preciso también que las hipótesis acusatorias ... sean concretamente sometidas a 
verificación y expuestas a refutación, de forma que resulten convalidadas sólo si resultan 
apoyadas por pruebas y contrapruebas.** 


También indica el profesor italiano que lo que él identifica como decisionismo se traduce en: 


36 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 45. 
37 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 70. 


38 Ferrajoli, L.: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, trad. Andrés Ibañez, Perfecto et al, 9a 
ed., Trotta, Madrid, 2009; p. 37. 
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“(...) la falta de anclajes empíricos precisos y de la consiguiente subjetividad 
de los presupuestos de la sanción (y) se manifiesta... en el carácter subjetivo del juicio, 
que, en ausencia de referencias fácticas exactamente determinadas, resulta basado 
en valoraciones, diagnósticos o sospechas subjetivas antes que en pruebas de hecho... 
factor de subjetivación... que... degrada la verdad procesal de verdad empírica, pública 
e intersubjetivamente controlable, a convencimiento íntimamente subjetivo y, por tanto, 
irrefutable del juzgador (...)”. * 


Anteestosescenarios nada alentadores noes posible queenausencia deuna argumentación 
sólida que explique de modo claro y preciso por qué razones debemos estar convencidos de que 
algo sucedió en el mundo de relación social, que justifique que ese acontecimiento se encuentra 
previsto, tutelado, contemplado, supuesto por una norma de carácter jurídico penal que a su 
existencia adscribe consecuencias jurídicas y por qué una o varias personas deben responder a 
esas consecuencias, no es posible, decíamos, hablar de una decisión judicial racional, razonable, 
ni mucho menos justa, tal como con meridiana claridad expone Taruffo al señalar que: 


“(...) independientemente del criterio jurídico que se emplee para definir y valorar 
la justicia de la decisión... ésta nunca es justa si se funda en una determinación errónea o 
inaceptable de los hechos... la veracidad y la aceptabilidad del juicio sobre los hechos es 
condición necesaria (obviamente, no suficiente) para que pueda decirse que la decisión 
judicial es justa. En consecuencia, hay un posible margen de injusticia en la sentencia, 
que coincide teóricamente con la eventual desviación entre la forma concreta en que los 
hechos se determinen y su verdad empírica (...)”.% 

En este sentido Ferrajoli señala que una “(...) tesis o una teoría son más plausibles o más 
aproximativamente verdaderas y, por tanto, preferibles a otras por causa de su mayor - poder de 


explicación - y de los controles más numerosos favorablemente superados por ellas (...)”.* 


Y Taruffo señala que cada “ (...) cada vez que una norma hace depender un efecto jurídico 
de una premisa fáctica, la norma no se aplica correctamente si el hecho no se ha producido, es 
decir, si no se dispone de una determinación verdadera de las circunstancias empíricas que 
integran el — hecho - previsto por la norma (...).” 


Es por ello que las decisiones de los órganos jurisdiccionales, materializadas en sus 
resoluciones, deben estar fuerte, sólidamente revestidas de razones, pues solamente de ese 
modo pueden cumplir los fines de pacificación y seguridad jurídica radicados, según Barrios 
González* en la confianza que deben producir no sólo para las partes en el proceso, sino para la 


39  Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 43. 

40  Taruffo, M.: La prueba de...; p. 64. 

41 Cfr. Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 50. 
42  Taruffo, M.: La prueba de...; p. 67. 


43 Cfr. Barrios González, B.: Teoría de la... p. 71 
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sociedad toda, al convencer de la razón y no de la sinrazón. 


Esto, la exposición de indiscutibles razones, eslo que moralmente compele a un ciudadano 
al acatamiento de la norma individualizada en una resolución judicial, que se le otorguen razones 
por las que debe dar, hacer o dejar de hacer lo que la norma indica, y es lo que justifica que 
ante la ausencia de cumplimiento voluntario el Estado acuda a exigirlo mediante la coacción, 
imponiendo su imperio al contumaz. 


Por ello acertadamente el profesor argentino Rodolfo L. Vigo sostiene que la “...) 
autoridad de otro hombre no se ejerce con respeto a nuestra dignidad cuando intenta que la 
acatemos simplemente porque ya ha dispuesto un mandato positivo o negativo acerca de ciertas 
conductas (...).” + 


VII.- El caso a discutir 


Pasemos ahora al análisis del asunto sobre el que versará el ejercicio que aquí proponemos. 
En él quien tuvo calidad de víctima, una menor de once años de edad, relató que un día del mes de 
mayo de dos mil once acudió a una tienda ubicada en cierta comunidad del municipio de Valle de 
Santiago, Guanajuato. Narró, iba con la intención de comprar unas frituras y de escuchar música 
en una rockola que había en el lugar. Dijo que al llegar, en el sitio sólo estaba el joven dueño de 
la tienda, a quien le pidió las frituras y monedas para la rockola, pero que cuando las insertó, la 
máquina no respondió, por lo que llamó al tendero, quien al acercarse a ella la tomó por la cintura 
y la llevó a la parte trasera de la tienda; ahí la empujó hacia una pared y ella se pegó en la cabeza, 
con lo que, según su dicho, quedó como atontada, pero se daba cuenta de todo lo que sucedía. 


Dice que enseguida su agresor con una de sus manos tomó las dos de ella y se las levantó, 
colocándolas contra la pared, mientras con la otra le bajó el short y la ropa interior que llevaba 
puesta, que incluso le rompió unas mallas; que la tenía recargada contra la pared, sosteniéndole 
las dos manos con la de él y, además, para ese momento le puso los pies encima de los suyos 
y, guardando esa postura en todo momento, con las rodillas le abrió las piernas y la penetró, 
realizando movimientos propios de la actividad sexual durante unos momentos, en los que dice 
haber sentido mucho dolor, hasta que de pronto escuchó la voz de su padre, quien le quitó a su 
agresor de encima, con lo que ella cayó desvanecida al piso y se subió como pudo su ropa, pero se 
sentía tan mal que hubo necesidad de que su hermano la llevara cargada a su casa. 


El padre de la menor relató que ese día fue a buscarla a la tienda, porque era tarde y no 
volvía y al llegar no encontró a nadie en ella, por lo que se dirigió a la parte trasera y ahí vio que el 
joven tenía a su hija contra la pared y movía la espalda hacia delante y hacia atrás, como teniendo 
relaciones sexuales, por lo que se dirigió a él, lo jaló y vio que efectivamente estaba teniendo 
contacto sexual con su hija. 


Su hijo y hermano de la menor agredida dijo que ese día fue detrás de su padre a buscar 


44  L.Vigo,R.: La interpretación...; p. 107 
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a su hermana, y cuando llegó a la tienda solo vio cuando su padre jaló al joven, vio a su hermana 
caer y acomodarse la ropa y luego la cargó y la llevó a su domicilio. 

Finalmente, la madre de la menor indicó que ella no presenció los hechos, pero que su hija 
le había relatado que el acusado, con gran violencia, la había azotado contra la pared para después 
imponerle el ayuntamiento carnal en los términos que ya precisamos. 


Luego de que la menor se presentó ante el Ministerio público a levantar la denuncia 
correspondiente, la Fiscal a quien correspondió integrar la averiguación previa procedió a 
inspeccionar su corporeidad, acompañada de una perito médico legista. De esta actuación cabe 
destacar que la inspección del área genital de la menor se realizó operativamente a cargo de la 
perito, es decir, fue la perito la que indicó a la menor que subiera a una camilla y que adoptara 
las posiciones idóneas para que se advirtiera lo que se plasmó en ese acto de investigación. En 
esa inspección se pudo advertir que presentaba un moretón en el costado izquierdo de la cabeza, 
un raspón en la rodilla, un raspón en el dorso de cada pie y una equimosis por sugilación en el 
cuadrante superior interno de la región mamaria derecha, es decir, lo que coloquialmente se 
conoce como un “chupetón” en esa zona de su cuerpo. Además, hizo constar la existencia de dos 
desgarros recientes en el himen cuyos bordes, se especificó, se hallaban eritematosos, es decir, 
enrojecidos. 


La perito que acompañó y auxilió a la ministerio público en la inspección emitió un 
dictamen ginecoproctológico donde dio cuenta exactamente de las mismas lesiones en la menor, 
pero en él, al referirse a los desgarros en el himen, añadió que sus bordes se hallaban, no sólo 
eritematosos, sino además, sangrantes, lo que implica una variación de los hechos de una entidad 
ciertamente trascendental, como se verá adelante. 


En la inspección se tomaron muestras de lavado vaginal, del interior del aparato 
reproductor de la menor, y también muestras de exudado vaginal, de la parte exterior de esa zona 
corporal. De las primeras los dictámenes periciales practicados no arrojaron ningún resultado 
relevante; de las segundas, se encontró la presencia de fosfatasa ácida —líquido seminal- en la 
zona examinada. 


Cuando el inculpado rindió declaración preparatoria expuso que sí había tenido contacto 
sexual con la menor, al que no la obligó, pero que nunca la penetró, sino que únicamente pasó 
su órgano reproductor por encima del de ella; afirmó, además, que nunca estuvieron solos, pues 
había más personas en la tienda. 


Para sustentar lo anterior en la duplicidad del plazo constitucional para resolver su 
situación jurídica, acercó cuatro testigos, quienes coincidieron en que el día de los hechos estaban 
en la tienda del inculpado; que vieron llegar a la menor, la que voluntariamente pasó con el joven 
a la parte trasera de la tienda; que vieron que ahí estaban teniendo escarceos sexuales, pues se 
besaban y abrazaban y que luego vieron llegar al padre de la menor, quien entró hasta donde se 
hallaban y, al ver lo que hacían, jaló al tendero y golpeó en la cabeza a su hija, a quien dos de ellos 
y el hermano de la menor recogieron, pues cayó al piso. 


Durante la etapa de instrucción se llevó a cabo una reconstrucción de hechos donde el 
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juez de la causa verificó que de los sitios en que tres de los testigos dijeron que se hallaban el día 
de los hechos, se podía ver lo que dijeron haber visto; respecto del cuarto, él mismo dijo que se 
hallaba a la entrada de la tienda y que no había visto más que llegar a la menor y luego a su padre 
y hermano. También se dejó constancia de que la pared en la que se dijo fue recargada la menor 
es una de concreto sin aplanar, con superficie bastante rugosa e irregular, rasposa, digamos, en 
términos ordinarios. 


También en la etapa de instrucción se interrogó a una perito de la Fiscalía convocada en 
relación a una prueba pericial ofrecida por el inculpado y de ella se obtuvo que un desgarro en el 
himen se considera reciente cuando es anterior a nueve días, y de esa temporalidad en adelante es 
un desgarro antiguo, y que solamente entre las 24 y las 48 horas en que se produce se encuentra 
hemorrágico y congestivo, es decir, sangrante. 


Hubo necesidad de traer a un perito tercero en discordia, el cual sin cortapisas y 
asumiendo el papel de juzgador resolvió que todas las lesiones presentadas por la menor se las 
había causado el inculpado al atacarla con lujo de violencia para imponerle la cópula. 


Finalmente, en la secuela procesal quedó acreditado que la menor agredida medía, en 
la época de los hechos, 1.55 metros de estatura y era de complexión delgada, en tanto que el 
joven sentenciado tenía una estatura de 1.75 metros y un peso de 78 kilogramos, es decir, su 
complexión era más bien robusta. 


Sobre la base de estas pruebas los órganos jurisdiccionales de primera y segunda instancia 
y el de revisión constitucional sostuvieron que se demostró la existencia del delito de violación 
genérica previsto y sancionado por el artículo 180 del Código Penal del Estado de Guanajuato y 
la plena responsabilidad en su comisión del joven aquí acusado. 


Por ser la última y, se supone, más acuciosa revisión, transcribiremos lo que el tribunal 
colegiado en materia penal dijo acerca de las pruebas con las que consideró se demostró el ilícito 
del que hablamos, sosteniendo, en esencia las posturas de los juzgadores de primera y segunda 
instancia, de las que por esta razón prescindimos de su cita. En la resolución se estableció que la 
violación se: 

“(...) acreditó con base en la declaración de la menor (...) y las declaraciones de (su 
padre, su madre y su hermano), concatenadas con los dictámenes ginecológico y químico; 
respecto a la violencia, se acredita a partir de la inspección ministerial practicada a la 
menor y su versión de los hechos, donde es contundente en señalar la forma en que fue 
violentada para imponerle la cópula... 


De lo anterior encontramos que, básicamente, la autoridad federal dijo que el delito y 
la forma en que se dijo cometido quedaron acreditados porque así había sido sostenido por los 
testigos de cargo. 
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VIII.- La propuesta de ejercicio 


En la propuesta del siguiente ejercicio reiteramos que no hay otra intención, sino la 
científica, que nos mueva a cuestionar lo decidido. Así, proponemos al lector de este trabajo que 
se haga las siguientes preguntas y para darles contestación construya argumentos compuestos 
por razones -siempre desde su perspectiva, desde luego- por las que quepa sostener o no lo 
decidido en este asunto. 


Las preguntas que proponemos son las siguientes: 


1.- ¿Cree usted que era físicamente posible que se materializara la forma en la que la 
menor dijo que fue agredida? 


2.- ¿Cree usted que las evidencias técnicas y objetivas sirven a los fines de sostener el 
relato de la menor? 


3.- ¿Considera usted de importancia para la construcción argumentativa la inconsistencia 
existente entre la inspección ministerial y el dictamen ginecoproctológico realizados a la menor 
por lo que hace a la característica del sangrado en los bordes del himen? 


4.- ¿Considera usted de importancia para la construcción argumentativa la existencia del 
hematoma por sugilación en el pecho de la menor? 


5.- ¿Considera usted de importancia para la construcción argumentativa la precisión que 
hizo la perito de la fiscalía en relación a cómo aparecen las lesiones en el himen en relación con 
su temporalidad? 


6.- ¿Podría usted, sobre la base de las respuestas a las preguntas anteriores y con 
aportación de sus propias observaciones, construir un argumento alternativo al proporcionado 
por los juzgadores que resolvieron este caso? 


Bien. Para cerrar este trabajo solo resta decir que esperamos haber contribuido a 
despertar el interés de los operadores de la norma en explorar el tema de la argumentación para 
utilizarlo como principal herramienta en nuestra labor. 


El ineluctable ejercicio intelectual por el que cada cual concluya lo que su razón le indique 
habrá de quedar como aportación de nuestra parte, y si se consigue el objetivo de compartir la 
idea de la relevancia superlativa de la argumentación en la función jurisdiccional como único 
instrumento para pronunciar decisiones justas, habremos cumplido la humilde misión que nos 
propusimos con esta investigación. 
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Cuarta sección «é 


Comentarios a casos 
jurídicos relevantes <P 


Rubro dedicado al análisis de casos " 
jurisdiccionales relevantes por los hechos o 


Algunas reflexiones 
en torno a los casos 
de “la manada y los 


porkis” 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García* 


Cuando se escucha el término manada, lo primero que viene a la mente es un grupo de animales 
irracionales que viven en conjunto por instinto a sobrevivir; cuando se conoce a “la manada” y lo 
que realizaron en España, sin duda podemos encontrar el porqué del nombre: actuaron de forma 
irracional y como instinto animal, la diferencia es que se trataban de personas y afectaron a una 
persona al grado que el daño jamás podrá hacerse de la misma forma. 


El hecho se desarrolla a temprana hora del 7 de julio de 2016, donde cinco personas José 
Ángel Prenda, Jesús Escudero, Alfonso Jesús Cabezuelo, Antonio Manuel Guerrero y Ángel Boza 
-originarias de Sevilla- acudieron a Pamplona en España, durante las celebraciones, los ahora 
sentenciados vieron a una joven de 18 años originaria de Madrid, en la que de forma aprovechada 
la penetraron de forma anal y vaginal, así como bucalmente, estos actos fueron grabados por estos 
de forma reducida, y compartidos a través de un grupo entre ellos denominado “la manada”. 


En resumen, la situación se dio de la forma antes narrada, lo que originó el inicio del 
proceso penal, la divergencia o el descontento que provocó a la sociedad fue por las modificaciones 
que incluían el cambio de la medida cautelar, la reducción de la pena solicitada por la fiscalía. 


El caso es importante por varios aspectos jurídicos y no jurídicos. El primero de ellos 
es la relevancia y la base con la cual se muestra una “negación” por la víctima y la falta de 
consentimiento en los delitos sexuales, en primera parte pareciese que no es complicado entender 
estos casos donde la víctima no está de acuerdo en realizar actos consensados; en segundo término, 
y por la fuerza mediática en que se tornó el asunto fortalece la consciencia de las partes y de la 
sociedad sobre la violencia sexual que se vive. 


El tercer aspecto, que es significativo rescatar es el efecto dominó que tornan estos casos 
que incluso podríamos denominar leading case, en virtud de que se envalentaron muchas víctimas 
más, que habían sufrido casos similares e incluso se identificaban para poder denunciar y no solo 
ante las autoridades, sino aceptarlo a través de un entendimiento para la sociedad y no sentir pena 
por estas situaciones, culpar al responsable sin considerar sus sentimientos. 


A Maestro en Ciencias Jurídico Penales por la Universidad de Guanajuato. Licenciado en 
Derecho por la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, abogado postulante y 
docente universitario. 
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El ejemplo de Ruth Toledano', quién es periodista española y quién no sólo había sufrido 
violencia sexual por una persona que conoció en un bar, sino el efecto victimal que tienden a verse 
afectadas las personas que han sido agredidas sexualmente y, que a partir de la fuerza que tomó 
este caso se sintió bien en denunciar. 


El análisis jurídico y sobre todo procesal que tuvo este caso resalta demasiado por muchas 
situaciones: para comenzar, se debe analizar entre los delitos establecidos en el código penal 
español, donde se establecen dos delitos por los cuales se inició la investigación en contra de los 
cinco jóvenes de Pamplona, que lo son agresión sexual y abuso sexual, este último que se encuentra 
en el artículo 181.2 de la siguiente manera: 


<< Se consideran abusos sexuales no consentidos los que se ejecuten sobre personas que se 
hallen privadas de sentido >> ? 


Esto es, primero debe de faltar un consentimiento, situación donde muchos medios 
e incluso especialistas versaban la discusión para determinar si se trataba de este delito, se 
escuchaban y leían de muchas formas las justificaciones contrarias entre sí de por qué en el video 
la víctima no se oponía, o si lo que pasaba es que se encontraba en un momento de shock, o que si 
esto mostraba que sí había consentimiento. 


De alguna forma en un apartado más delante de ese mismo artículo se observa una 
condición en la cual, independientemente de lo que se observa en el video servía para fortalecer la 
falta de consentimiento o la obtención de este a través de una fuerza que es la siguiente: 


<< El consentimiento se obtenga prevaliéndose el responsable de una situación de 
superioridad manifiesta que coarte la libertad de la víctima >>. * 


Con lo que se reduce la oportunidad de los opositores a una condena de sostener un 
consentimiento a través de lo que ligeramente se puede observar en el video y bajo una óptica 
personal, señalo de forma ligera o liviana por una específica situación, no se puede juzgar a una 
persona que en plena oscuridad y sometida por un grupo de sujetos cuya fuerza no sólo física sino 
en número era mayor a la de ésta, reaccione y mucho menos a través de una grabación, esto es, los 
sentimientos, sensaciones, problemas e incluso traumas que se originan primero de una agresión 
de esta forma, no puede única mente limitarse a un video que no dura más de dos minutos. 


El golpe más duro que resintió la víctima en el proceso fue la absolución en abril del 
2018 por la Audiencia Provincial de Navarra en la que determina en su parte medular que al 
no demostrar los indicios de violencia no se da el abuso sexual y estableciendo una cantidad de 


1 Como se desprende de las diversas publicaciones que hicieron los medios de comunicación en el 
que señalan que la periodista había denunciado violencia sexual en su perjuicio. 


2 Ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre del Código penal. 


3 Ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre del Código penal. 
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cincuenta mil euros por concepto de indemnización, con lo que desencadenó incluso en 
una libertad bajo fianza para los procesados. Con esto el descontento no solo de grupos 
feministas, sino de la sociedad en general fue tan fuerte que resonó hasta el Parlamento 
Europeo. 


Para junio del año siguiente, esto es, el 21 de junio del 2019, se emitió una 
resolución por el Tribunal Supremo, en el que se revocaba la sentencia al considerar 
que sí se acreditaba la agresión sexual con trato agresivo y actuación en grupo, elevando 
la sentencia a quince años de prisión y con la orden de la detención inmediata por los 
miembros de la policía. Una determinación que tomó el enfoque que se ocupaba a lo 
largo del proceso “perspectiva de género” y que mostraba una posición más concreta al 
consentimiento. 


“Recordad, contadlo, no les dejéis ganar a ellos”, frase que suscribe una carta 
de agradecimiento tras la sentencia en que se condena a “la manada”, y de lo que se 
desprende una pregunta que retumba ¿sería el mismo desenlace si no hubiese habido 
tanta fuerza social que aclamaba justicia?, independientemente de la respuesta y por los 
efectos positivos que se han señalado a lo largo del texto. 


México no se queda atrás en estos casos, el caso más emblemático, al menos 
mediáticamente es el denominado “los porkys”, cuando en 2015 en el Estado de 
Veracruz, se presentó una denuncia por una menor de edad de nombre cuyas iniciales 
son D. F., en el que señalaba a cinco personas que la habían agredido sexualmente en 
enero del mismo año y, que al igual que la manada, fueron bautizados en Internet como 
e » 

los porkys de costa de oro”. 


Enrique Capitaine fue el primero en caer, cabecilla del grupo e hijo del exalcalde 
de Nautla (Veracruz), en el que se muestra que son personas pudientes, o al menos sus 
padres representan personas económica mente acomodadas. Una situación llamativa en 
este caso fue la detención de Diego Gabriel Cruz Alonso, a quién detuvieron en España, 
cuando estaba siendo investigado y mostraba la facilidad en la cual el dinero puede 
proteger a los agresores, o al menos así lo mostraban los medios. 


La protección económica y política aun mostró más el descontento de la 
sociedad en la generalidad de la población mexicana, pero sobre todo de la impunidad 
con la que se vive, donde importa más la posición que se tiene que lo que se realizó, 
un derecho penal más que de acto o de persona, de nivel económico, donde los sujetos 
que entre mejor económicamente se encuentren, menos propensos a ser procesados 
penalmente. 


En lo jurídico se ha adelantado distintos aristas que se observaron a lo largo del 
proceso, desde la carencia de detención por los implicados, hasta resoluciones donde se 
absolvía a los sujetos e incluso un proceso de extradición por parte de España, donde 
casualmente uno de ellos se encontraba con el fin de evadir la acción. 
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En sí, un aspecto importante a resaltar fue el auto de formal prisión con fecha 
23 de enero del 2017, en el cual se determinaba el delito de pederastía en contra de 
Diego Cruz, con base en el artículo 182 del Código Penal de Veracruz* (el número 181 
del Código Penal español, otra gran semejante), en el que se establecen los actos libidos 
como “los diversos tocamientos” que produjeron sostener la resolución en su contra, en 
relación incluso con la prueba específica en psicología “presenta alteración emocional a 
consecuencia de los hechos que refiere, afectaciones corporales y emocionales acordes a 
la dinámica del evento descrito por la víctima”, reforzando el dicho de la misma y con 
esto, por obviedad, el sustento jurídico para sostener el auto. Posteriormente viene un 
declive jurídico, cuando un juzgador de distrito determina que no se encuentra sostenida 
dicha resolución e incluso no se puede demostrar fehacientemente la resolución como 
lo hizo el juzgador primigenio, siendo el sustento siguiente: 


<< Para que exista abuso sexual en el ilícito en estudio, es menester no 
sólo que se pruebe el acto libidinoso (tocamiento, roce, frotamiento o caricia), 
sino que dicha conducta haya sido desplegada con una intención lasciva del 
sujeto activo en el sujeto pasivo; es decir, el abuso sexual, consiste no sólo en 
la conducta en forma objetiva, sino que es menester que el elemento subjetivo, 
esto es, que dicho despliegue de acción haya sido con el ánimo al deleite carnal 
u obtener una satisfacción sexual o un apetito inmoderado de sensaciones 
placenteras >>. 


Mostrando entonces a través de una resolución superior que no se acreditaba 
una intención de satisfacer la necesidad sexual, de nueva cuenta, bajo ninguna óptica de 
perspectiva de género se determina que los actos no fueron intencionales y necesarios 
para sostener el delito de abuso sexual. 


“1) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género 
den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y 
valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar 
las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; ii) en caso de que 
el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad 
o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas 
situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la 
neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución 
propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad 
por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas 
las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método 
exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo 
que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin 
discriminación por motivos de género.”* 


4 Código penal de Veracruz vigente. 


Febrero 2021 | Año 111 | No. 1 


Con esto se muestra que la Suprema Corte ya había anunciado que el Estado mexicano 
tenía obligación de resolver con perspectiva de género, y más que un enfoque así, debía analizar 
una situación más apremiante, que se trataba de una menor, con lo que se mostraba una doble 
obligación del juzgador que primeramente se había dejado ver en el auto de formal prisión y que 
se había eliminado por parte del juzgador de distrito en ese caso. 


De esta forma, debemos concluir que el principal eje cuenta ciertas características en 
común que muestran que independientemente del lugar, del tipo de personas o incluso de las 
características particulares de las víctimas, la violencia sexual que sufren y los efectos en estas 
tienden a resaltar en actos particulares de los agresores. 


Lo que considero más importante como enseñanza de ambos casos es la necesidad de 
vislumbrar y aplicar una perspectiva de género por parte de los juzgadores, no sólo leer los 
criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación e incluso por los diversos tratados 
internacionales, sino materialmente, aterrizar esas disposiciones a efecto de que se produzcan y 
satisfagan resoluciones en las que no aparenten derechos exclusivamente, sino que de forma real 
y tangible se apliquen. 


Cambiar el pensamiento de los juzgadores, como Ikram Antaki magistralmente refiere: f... 
una mayoría puede ejercer una presión intelectual y social sobre una minoría; pero puede ocurrir 
lo contrario si una opinión se manifiesta con fuerza a pesar de ser minoritaria. El desprecio, el 
ninguno, la burla son las armas de esta presión. Se obliga al inconformista a dejar el círculo... 
la víctima pierde parte de su dignidad y el reconocimiento de los demás. La autoridad social es 
tan fuerte que puede actuar en contra de las leyes, volviéndose más fuertes que ellas.” , primero 
entendiendo que hay personas a quiénes debemos proteger para salvaguardar la igualdad y hay 
aspectos sensibles que son necesarios se tomen en cuenta no sólo en el ejercicio de juzgar o de 
valorar pruebas, sino de entender la situación y los casos concretos, donde más que un especialista 
en derecho, necesitamos ser más humanos y resolver de esa misma forma. 


70  Antaki, l.: El manual del ciudadano contemporáneo, México, 4? reimpresión, Editorial Planeta, 
2004, t.I., pág. 229. 
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Código penal de Veracruz vigente 


Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 


Ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre del Código penal. 
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Quinta sección 


Praxis judicial 


Sección que responde a las preguntas 

¿qué es? o ¿qué hace? en cuestiones 

eminente prácticas dando respuestas 
breves y aplicables 


Lic. Cecilia Cervantes* 


Entrando en materia... 


El sistema penal procesal penal mexicano es principalmente oral, integrándose 
por diversas audiencias y, como es sabido, lo acontecido debe quedar registrado, tanto lo 
que se ordena jurisdiccionalmente como el cumplimiento de lo ordenado. 


Lo resuelto por el juzgador, por regla general, queda registrado en video y una 
vez que concluye la audiencia, corresponde al personal de gestión del juzgado realizar 
la minuta y ejecutables ordenados por el juez en esa audiencia, ingresarlos al sistema y 
remitirlos a las autoridades correspondientes según sea el caso. 


¿Qué es la minuta y qué son los ejecutables? 


La minuta es el documento donde se registran la fecha y hora de audiencia, tipo 
de audiencia, la causa penal, así como las partes procesales, sus datos y en el apartado 
correspondiente a “resolutivos” se asienta de forma concreta lo resuelto por el juez de 
control o tribunal de juicio oral en audiencia (lo más relevante), en todas las audiencias, 
sin excepción se realiza este registro por el operador de sala, es revisado por el encargado 
de sala y se ingresa al sistema integral de gestión operativa, dentro de la causa penal 
correspondiente cargando las etapas procesales. 


En tanto los ejecutables son los oficios que el juez de control o el tribunal de juicio 
oral determina remitir a otras autoridades para que realicen lo resuelto por él dentro de 
una audiencia. 


Por ejemplo, si el juez de control impone al imputado la medida cautelar, 


prevista en el artículo 155, fracción XIV, del código nacional de procedimientos penales, 
correspondiente a la de prisión preventiva, se debe girar oficio al director del centro 


* Licenciada en derecho. Jefa de unidad de causa y gestión en Irapuato Guanajuato. 
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penitenciario donde se recluirá, para que vigile y ejecute esa medida; sin embargo 
si decide imponer cualquier otra de las medidas enunciadas en ése artículo, en sus 
fracciones Í, V, VI, VII, VIL IX, X y XI, a la autoridad a quien se le debe dirigir el oficio 
es a la unidad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional 
del proceso, en razón de ser la autoridad encargada de su vigilancia; donde se debe 
especificar de forma precisa cuál es la medida cautelar impuesta y su vigencia, para que 
ésa autoridad esté en posibilidades de hacer los trámites correspondientes para que el 
cumplimiento de la (s) medida (s) sea debidamente vigilado; por lo que hace a las medidas 
cautelares enunciadas en las fracciones III, IX, el juez de control ordena su práctica al 
actuario o a la oficina central de actuarios adscrita al Juzgado; con relación a la fracción 
IV, se gira el oficio a la institución bancaria a la que pertenece la institución bancaria 
a la que pertenece la cuenta bancaria cuya inmovilización se ordenó; finalmente con 
relación a la fracción Il, no se gira oficio alguno en atención a que la exhibición de esa 
garantía se realiza mediante un depósito bancario que realiza el imputado derivado 
de un certificado generado en el sistema MAAT, que le es otorgado por el juzgado, 
por la cantidad ordenada por el Juez, el oficio que se remite al Comandante de Policía 
Procesal solicitando el traslado del imputado, derivado de una audiencia, también es un 
ejecutable, al igual que el oficio que se entrega al Ministerio Público cuando se gira una 
orden de aprehensión, entre otros.' 


Anexos 
Ejemplos de una minuta? 


Sede/Base: Minuta de audiencia Sala: 


Ley Aplicable Código Nacional de Procedimientos Penales 


Escriba la ley o código aplicable 


Código Nacional de Pro- 
cedimientos Penales 


Ley del Proceso Penal 
para el Estado de Guana- 


juato 
Tipo de audiencia Solicitud de orden de aprehensión 
Fecha de inicio 10 de septiembre de 2019. 
1 Vid. Anexos. 
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Los nombres y los datos son ficticios. 
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Hora de inicio 09:15 horas. 

Carpeta de investigación 45B45/2019. 

Número de causa/Cuadernillo XPZH-690302 
Inculpado Chilastros Mazapán Barba 


Domicilio del inculpado y medio No necesario. 
para notificación 


Delito Homicidio, previsto y sancionado por los artículos 138, 
con relación al diverso numeral 139, cometido en térmi- 
nos de los artículos 13 y 20 primer párrafo, tercer supues- 
to del Código penal vigente en el Estado. 


Ofendido y / o Victima Ofendido: quien en vida llevó el nombre de Barba Negra 
Valle. 


Victima indirecta: Tecolota Zen Zen (madre del ahora 
occiso) 


Domicilio del ofendido y / o vícti- | Calle Aurora, número 22, Colonia Lázaro Cárdenas de 


ma y Medio para notificación Irapuato, Guanajuato 
Asesor Jurídico No ha sido designado. 
Domicilio del Asesor Jurídico No aplica. 

Agente del Ministerio Público Licenciado 


(Fue presente en la audiencia) 


Defensor No aplica 
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Medio para notificar defensor No aplica 
Juez de Control Licenciado 


Encargado de Sala/Jefe de Uni- Licenciado 
dad de Causa y Gestión 


Auxiliar de Sala Operador de sala: 
Otros datos del inculpado Juan Pérez López (colocar datos de identificación del 
imputado). 
Anexo 2 


Ejemplo de un ejecutable? 
Se informa prórroga de plazo constitucional. 


Se informa prórroga de plazo constitucional y se solicita traslado de 
Arrugas Bolillo Sánchez 


Director del centro estatal 
De prevención social 


Ciudad. 


Por este medio hago de su conocimiento que en audiencia pública de formulación 
de imputación, llevada a cabo dentro de la causa penal 1p1619-365, seguida en 
contra de Arrugas Bolillo Sánchez, por el hecho que la ley señala como delito de 
Homicidio, previsto por el artículo 138 y sancionado por el diverso numeral 139, 
cometido en términos de lo establecido en los artículos 13 y 20 primer párrafo, 
tercer supuesto, todos del código penal vigente en el estado, cometido en agravio de 
quien en vida llevó el nombre de Mazapan Wily Pac, el juez de control licenciado 
o A autorizó la prórroga de plazo constitucional 
por el término de 144 horas, solicitada por parte del imputado y su defensora Lic. 
Ly Hong Kong, para efecto, para recabar diversos datos de prueba, para que sean 


3 Los nombres son ficticios. 
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tomados en cuenta al momento de resolver su situación Jurídica; fijándose las 9:00 
horas del día 15 de septiembre de 2019 a efecto de continuar con la celebración de la 
presente audiencia, en sala 1 de esta sede judicial; lo anterior atendiendo a que el plazo 
constitucional, con que cuenta éste Órgano Jurisdiccional para resolver la situación 
Jurídica de los imputados de mérito, con la prórroga concedida, fenece a las 12:58 horas 
del día 16 de septiembre de 2019. 


Le hago saber, además, que con fundamento en el artículo 19 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los diversos artículos 153, 154, 
167 y 308 del Código Nacional de Procedimientos Penales se impuso al imputado Juan 
Pérez López, la medida cautelar de prisión preventiva de manera provisional hasta 
en tanto se resuelve su situación jurídica; lo que se informa a Usted para efecto de que 
ejecute y vigile el cumplimiento de dicha medida cautelar en el centro penitenciario a 
su digno cargo. 


En ese tenor, se le hace saber que deberá autorizar el traslado del imputado en 
cita, a las instalaciones de esta sede del juzgado penal de oralidad puntualmente a las 
9:00 horas del día 15 de septiembre de 2019 a efecto de continuar con la presente 
audiencia, en sala 1 de esta sede judicial. 


Debiendo estar presente con media hora de anticipación al tiempo señalado en 
supralíneas, en la inteligencia de que el inculpado deberá ser presentado debidamente 
aseado, con vestimenta de civil y alimentado. 


Sin otro particular por el momento quedo de usted como su atenta y segura 


servidora. 


Guanajuato, Guanajuato a 10 de septiembre del 2019 
Atentamente 


Licenciado 
Encargado de sala 


Sexta sección 


Protagonista de la historia 


Aquí se recuerda una vida trascedente 


Luis P. Bustamante. Fuente de la foto” 


“Las mujeres profesionistas, las que tengan establecimientos 
mercantiles e industriales abiertos, y las que vivan de sus 
rentas o tengan propiedades inmuebles, estas últimas siempre 
que sepan leer y escribir, pueden votar en las elecciones para 
nombrar funcionarios municipales.” 


Congreso del Estado de Guanajuato. XXVI Legislatura. 
Sesión del 4 de agosto de 1917. 


Aunque la frase del epígrafe puede considerarse excluyente para los discursos políticos 
actuales, en 1917 significó un hito al brindar la oportunidad de voto a las mujeres 
guanajuatenses; una vez que se planteó y aprobó el 4 de agosto en la Sesión de la XXVI 
Legislatura del Congreso del Estado de Guanajuato, para posteriormente consolidarse 
en el artículo 21 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato 


Licenciado en Bibliotecología, Universidad Nacional Autónoma de México. Maestro en 
Bibliotecología, El Colegio de México. Doctor en Pedagogía, Colegio de Estudios de 
Posgrado del Bajío. Actualmente labora en el Instituto Estatal de la Cultura de Guanajuato en 
la Biblioteca Central Estatal “Wigberto Jiménez Moreno”. 


Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 
* 


** Fuente de la foto: Foto reproducida del libro La labor política, administrativa y militar del 
General Fernando Dávila en Guanajuato. Guanajuato: Imprenta del Gobierno del Estado, 
1917. p.25. 
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implantada el 16 de septiembre del mismo año. Ambos hechos, el voto femenino y 
la Constitución, representaron una actividad política significativa para Luis Pablo 
Bustamante Muñoz, a quien nos referiremos como normalmente se firmó en sus 
documentos, Luis P. Bustamante. 


Nació en Guanajuato en 1866, sus padres fueron Don Agustín Bustamante y 
la Sra. Refugio Muñoz de Bustamante. Realizó sus primeros estudios de instrucción 
elemental en la ciudad de Guanajuato, en su juventud se trasladó a la capital de la 
República Mexicana para estudiar la preparatoria y posteriormente cursar la carrera 
de Médico Cirujano en la que se graduó por unanimidad en el mes de junio de 1887 en 
la Escuela Nacional de Medicina. 


Luis P. Bustamante en vísperas de titularse con el grado de Doctor, publicó en 
la Gaceta Médica de México de 1887, en el capítulo “Velada fúnebre”, in memoriam 
del Dr. Agustín Andrade, cirujano en ginecología y oftalmología, quien fue Presidente 
de la Academia de Medicina durante los años de 1876, 1878, 1883 y 1885. El escrito 
representó el sentir del deceso en 1886 del Dr. Andrade por parte de la comunidad de 
estudiantes de medicina y de la Sociedad Filoiátrica, la cual el Sr. Bustamante presidió. 


El Dr. Bustamante representó dignamente a su entidad federativa, junto con el 
naturalista y zoólogo-botánico Alfredo Dugés, ambos Delegados de Gobierno del Estado 
de Guanajuato en asuntos médicos en el Segundo Congreso Médico Mexicano que se 
llevó a cabo en noviembre de 1894 en San Luis Potosí. En este evento, el Dr. Bustamante 
expuso dos investigaciones de corte académico. La primera se llevó a cabo en la Sección 
de Trabajo de Obstetricia y Ginecología, donde presentó un caso clínico médico 
intitulado “Tres observaciones de hematocele retro-uterino”. La segunda investigación 
se condujo en la Sección de Higiene y Bacteriología, allí se ostentó el estudio de caso 
monográfico “Celaya, su higiene, sus enfermedades, su mortalidad”; donde se trataron 
asuntos geográficos, sociales y de salubridad vinculados con indicadores de natalidad y 
mortalidad de la entidad guanajuatense. 


El 30 de noviembre de 1900 a solicitud del Gobernador de Guanajuato el Sr. 
Joaquín Obregón González, se convocó a los miembros de la administración de su 
gobierno, para publicar trabajos relacionados a su quehacer, experiencias y formaciones 
académicas que tuvieran utilidad social; ante esta invitación, hubo respuesta por parte 
de los funcionarios; como la del Sr. Francisco Reynoso, quien presentó un documento 
relacionado con la importancia del agua para el hombre, haciendo énfasis en la 
irrigación agrícola de un proyecto de canal en Yuriria. Otro trabajo fue el presentado 
por Alfredo Dugés vinculado con el tema de la rabia. Por su parte, Luis P. Bustamante 
envió un documento titulado “Higiene social” donde trató el asunto del alcoholismo 
analizado desde un enfoque patológico. 


Durante el periodo del porfiriato, México tuvo participación con trabajos 
representativos del desarrollo industrial de los diferentes estados en las Ferias 
Internacionales realizadas en Filadelfia 1876, Nueva Orleans 1884, París 1889, Chicago 
1893, París 1900, Búfalo 1901 y San Luis 1904. Esta última, la llamada Exposición 
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Universal de San Luis, Misuri, celebrada en el marco de los Juegos de la 111 Olimpiada 
con sede en dicha ciudad estadounidense; en esta justa expositiva participó México con 
los estados de Michoacán, Chihuahua, Jalisco, Nuevo León, Morelos, Aguascalientes, 
Distrito Federal, entre otros. El estado de Guanajuato participó en la sala de fotografía 
mostrando parte de la obra del silaoense Romualdo García. En las áreas de agricultura 
y pomología expusieron productores de los municipios de Apaseo con el cultivo de 
maíz, trigo y pimiento rojo e Irapuato con la siembra de fresas. Celaya se hizo partícipe 
en la sección de jarabes y licores con la destiladora de alcohol de maíz “La Favorita 
S.A.”. En el rubro de libros y publicaciones, el gobierno de la capital del estado envió 
al Dr. Bustamante, quien fue galardonado con Medalla de Oro a razón de divulgar la 
publicación científica y literaria el Ateneo guanajuatense, de la cual fue director; además 
de exhibir su publicación La defensa contra las enfermedades transmisibles de 1903. 


Fue profesor distinguido del Colegio del Estado, al que le rindió pleitesía y 
veló por su permanencia en su publicación de 1904 El Colegio del Estado: supresión 
de los cursos profesionales; ante la amenaza de transformar esta institución en recinto 
de enseñanza media, el Dr. Bustamante manifestó la trascendencia del estudio de tres 
disciplinas por las cuales el gobierno estatal tendría la necesidad de atender: la de 
ingeniero de minas, la de abogado y la de profesor de instrucción primaria; siendo estas 
carreras pilares del desarrollo económico y social de Guanajuato de inicios del siglo XX. 


Para el Dr. Bustamante tres personas de prestigio en el ámbito educativo y 
cultural de la nación mexicana influyeron en su trayectoria de vida intelectual. El 
primero por el que escribe el artículo “Honores a Don Gabino Barreda: respetuosa 
iniciativa a la H. Legislatura del Estado”; publicado en febrero de 1904 en el Ateneo 
guanajuatense y reeditado en mayo de 1905 en la Revista positiva: científica, filosófica, 
social y política; en este documento enalteció los preceptos positivistas del fundador 
de la Escuela Nacional Preparatoria e instó a la audiencia a que Don Gabino Barreda 
fuera declarado Benemérito de Guanajuato. La segunda persona es Don Porfirio Parra, 
a quien le reconoció su pensamiento positivista, dedicando su ensayo Escuela laica de 
1907 con la frase impresa al inicio del escrito “A MI QUERIDO MAESTRO Y AMIGO 
el inteligente é ilustrado Doctor Don Porfirio Parra idóneo Jefe de la Escuela Positivista 
Mexicana”; este trabajo es una compilación de textos publicados previamente en el 
Ateneo guanajuatense que dan cuenta del quehacer docente y la enseñanza neutral de 
aquel entonces. Este opúsculo acerca de la laicidad de la escuela lo envió como obsequio, 
junto con una carta de felicitaciones de fin de año, el 30 de diciembre de 1907, al Sr. José 
Yves Limantour quien atendió la Secretaría de Hacienda y Crédito Público durante gran 
parte del período presidencial de Porfirio Díaz, tal correspondencia la remitió desde la 
calle de Mendizábal en Guanajuato capital con una hoja sellada de ganador de Medalla 
de Oro en el evento de San Luis, Misuri. Otra persona con quien se relacionó fue Don 
Justo Sierra, quien le valoró por sus capacidades formativas y discursos sustentados con 
argumentos filosóficos y sociológicos, así como su culto en materia de las bellas artes. 


El Dr. Bustamante escribió en la prensa mexicana gran parte de su obra y su 
trayectoria; fue un promotor incansable de los ideales de Juárez e hizo público el envío 
de una carta por parte del Comité Liberal Guanajuatense en el periódico La Patria el 6 de 
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abril de 1906; allí manifestó al Sr. Felix M. Romero, Presidente de la Comisión Nacional 
del Centenario de Benito Juárez, una explicación detallada de los festejos llevados a 
cabo en el estado de Guanajuato y la trascendencia de Juárez en la memoria popular de 
las comunidades para inculcar un patriotismo a través del mencionado comité. 


Sin duda alguna fue prolífica la labor médica del Dr. Bustamante, su 
reconocimiento fue tal que apareció registrado, junto con Tomás Chávez, Jesús Chico, 
Alfredo Dugés, entre otros, en la sección de médicos del estado de Guanajuato del tomo 
1 del “Directorio general de la República Mexicana 1903-1904”, cabe mencionar que 
este directorio, en sus ediciones anteriores, fue premiado en las Exposiciones de París y 
Chicago de los años 1889 y 1893 respectivamente; esta obra se publicó en las ciudades 
de Leipzig, Nueva York, Londres y París; además fue editada por el impresor de tarjetas 
postales de inicios del siglo XX, Ruhland 8: Ahlschier. 


El Dr. Bustamante tuvo acciones que le permitieron acercarse a personajes de 
la vida pública, ya que durante los primeros días del mes de septiembre de 1908 junto 
con el Dr. Enrique Leal, aliviaron de la enfermedad de erisipela a la hija del Gobernador 
Joaquín Obregón González, este gesto de práctica profesional provocó controversias en 
el Dr. Leal, debido a que se le mantuvo en la crítica de la prensa al cuestionar la acción 
como un acto de influyentismo para conveniencia en su labor pública y educativa en la 
capital del estado. 


Durante los festejos del centenario de la Independencia y los albores de la 
Revolución, anunciando las fiestas patrias se llevaron a cabo una serie de eventos 
organizados por la Secretaría de Instrucción Pública y Bellas Artes, sobresalen como 
parte del programa el XVII Congreso Internacional de Americanistas, el Congreso 
Nacional de Educación Primaria y 4% Congreso Médico Nacional Mexicano 
efectuado en la Ciudad de México en septiembre de 1910. El Dr. Luis P. Bustamante 
participó en la Sección de Pedagogía Médica y Deontología con la ponencia “Deben 
ser reestablecidos los exámenes parciales y generales, como requisito para obtener el 
título de Médico Cirujano”; dada su formación en esta especialidad, este trabajó figuró 
como una especie de denuncia pública ante una reforma de los planes pedagógicos de 
valoración académica para titularse como Médico Cirujano, ya que se habían anulado 
los exámenes, él se declaró a favor de las formas de calificación anteriores que exigían 
examinar a los estudiantes para propiciar un mecanismo de excelencia educativa en 
la formación de los médicos, aludiendo a universidades internacionales que tenían 
y continuaban evaluando con un esquema de exámenes; este trabajo le significó un 
reconocimiento y felicitación por parte del Secretario General del Congreso, el Dr. 
Luis E. Ruiz. También estuvo presente en la Sección de Higiene, Geografía Médica 
y Enfermedades Regionales donde ostentó una detallada disquisición acerca de “La 
vacuna jenneriana”, la cual refiere como preámbulo a quien tuvo un desarrollo vasto 
en la medicina y el sector salud nacional, presidió dos instituciones, la Academia de 
Medicina en 1879 y 1906, además del Consejo Superior de Salubridad a nivel nacional 
de 1885 a 1914, al Dr. Eduardo Liceaga lo enuncia como su maestro, su discípulo, su 
amigo y coterráneo guanajuatense; esta investigación de la vacuna fue indispensable 
para los problemas epidemiológicos nacionales e internacionales de aquel entonces. 
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Asimismo, en la Sección de Pediatría estuvo programado para la conferencia 
“Los resultados de mi práctica en el tratamiento de las autoinfecciones intestinales 
infantiles”. 


El 10 de septiembre de 1913, La Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística, 
envió vía telégrafo para el periódico El imparcial, los diplomas de guanajuatenses 
adscritos a dicha organización, entre los que destacan el Ing. Ponciano Aguilar, el Lic. 
Agustín Lanuza y el propio Dr. Luis P. Bustamante entre otras celebridades en beneficio 
de la educación y el desarrollo del estado. 


En abril de 1914 se fundó la Cruz Roja Guanajuatense, el Dr. Bustamante fue 
Presidente de dicha institución y en junio del mismo año puso en marcha una campaña 
de capacitación en enfermería para más de doscientas señoritas del estado, donde 
él participó como instructor junto con Arturo Aranda y otros; la capacitación para 
señoritas estuvo organizada con asuntos teóricos y prácticos en consultorios y hospitales. 
Además, se coordinaron eventos artístico-culturales y rifas en apoyo a esta organización. 


El 7 de octubre de 1916, en sustitución del Dr. Francisco López Lira, el 
Gobernador José Siurob nombró Presidente del Consejo Superior de Salubridad al Dr. 
Bustamante, quien estrenó su cargo con una atención a una epidemia de tifoidea que 
azotó a la capital del estado durante el mes de octubre y que ocasionó la muerte de 46 
personas. Por esta situación, el Presidente del Consejo coordinó la campaña para que 
sus colaboradores visitaran los barrios y las vecindades de la comunidad para revisar 
casos de enfermos, así como valorar sus daños y malestares, para aislarlos y enviarlos a 
la brevedad posible al Lazareto, para que recibieran los cuidados necesarios y evitar la 
propagación del contagio. 


En 1917, durante la ceremonia de cambio de gobierno de los mandatarios 
estatales del General Fernando Dávila y el Lic. Agustín Alcocer celebrada el 15 de junio, 
el Dr. Bustamante como representante de la XXVI Legislatura ante los diputados del 
estado da cuenta del proceso de transición de un gobierno a otro, reconociendo la labor 
del gobierno saliente y aludiendo al compromiso del gobierno entrante para gestar 
una nueva etapa política de Guanajuato. En la Sesión del Periodo Extraordinario del 
Congreso del 4 de agosto de 1917, bajo iniciativa del Lic. Catarino Juárez se enuncia 
una propuesta para que la mujer pueda votar en el plano municipal, condicionada a que 
sea profesionista y tenga comercios o negocios activos; esta propuesta la apoya Luis P. 
Bustamante junto con los diputados Jesús Delgado y Trinidad Covarrubias, misma que 
se consolida en la formulación del artículo 21 de la Constitución de 1917, siendo este 
apartado un ejemplo nacional de inclusión social de la mujer en cuanto a su participación 
activa en los procesos electorales y su derecho al voto. El 11 de septiembre del mismo 
año en el periódico El Pueblo, el Dr. Bustamante en su papel como diputado, junto con 
el Lic. Catarino Juárez, revalidaron su postura y se pronunciaron a favor del manifiesto 
de Hermila Galindo, quien refrendó su discurso acerca de la inclusión del voto femenino 
como un derecho político de la mujer mexicana; ambos diputados dedicaron y firmaron 
una fotografía a la joven mujer quien fue directora editorial del semanario La mujer 
moderna; la vocera de la causa feminista le reconoció al Dr. Bustamante por sus ideas 
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avanzadas y su exaltado criterio liberal que impuso en la prensa, en la tribuna y en la 
cátedra. En su quehacer de político constitucionalista, el Dr. Bustamante fue miembro 
del Congreso Local del Estado de Guanajuato en la XXVI Legislatura, representó como 
Diputado al Distrito 1 que abarcaba la capital de Guanajuato y la comunidad de La Luz; 
firmó el 3 de septiembre, junto con los demás diputados, la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Guanajuato, misma que se promulgó el 16 de septiembre 
del enunciado año. 


Su trayectoria educativa y formativa le amparó para que fuera nombrado 
Director del Colegio del Estado en Guanajuato de 1917-1919, como profesor, sus 
cátedras con discursos vibrantes le distinguían en las aulas para enseñar el camino de las 
libertades públicas. Otros cargos públicos del Dr. Bustamante fueron: Delegado General 
en México de la Sociedad Arqueológica de Francia, Socio Honorario de la Academia 
de Palermo, también fue Presidente de la Academia Guanajuatense de Profesores; así 
como Presidente Honorario de la Sociedad Pedagógica “Discípulos de Rébsamen”. 


El 4 de abril de 1919, el deceso del diputado y profesor fue a causa de 
complicaciones derivadas de una infección intestinal; la muerte del Dr. Luis P. 
Bustamante se anunció en los periódicos El pueblo y El informador. En cuanto a su 
ceremonia luctuosa, ésta tuvo lugar en un primer momento con la comunidad del 
Colegio del Estado, donde el profesor Reynaldo Lascano y el alumno Juan Bravo se 
enunciaron con sentimientos y alabanzas hacia el difunto; posteriormente, el Vice- 
Rector del colegio de apellido Heredia, entregó el cuerpo al Diputado y Presidente 
de la Cámara Legislativa, Don Jesús Delgado, quien comandó el traslado del féretro 
al Salón de Sesiones del Congreso, recinto donde le hicieron guardia de honor los 
políticos, personal de la milicia, profesionistas y público en general, dado su amplio 
carisma y prestigio en la comunidad; finalmente, el cadáver del Diputado Bustamante 
fue trasladado con un clima lluvioso el día 5 de abril de 1919 del Palacio Legislativo al 
Panteón Municipal con granjúbilo y respeto de duelo por parte del pueblo guanajuatense, 
se cerraron por instantes algunos comercios y oficinas públicas por donde pasaba el 
féretro; mientras el Gobernador del estado, el Lic. Agustín Alcocer, decretó nueve días 
de duelo por tal acontecimiento, suspendiendo sesiones en el H. Congreso del Estado y 
el H. Ayuntamiento de la Ciudad. 


Se sabe que los restos del Dr. Bustamante se encuentran en el Panteón 
Municipal que data de 1861, considerado como un patrimonio cultural fúnebre por 
su valor histórico y los personajes que allí descansan. En el año de 2016, debido a un 
proyecto denominado “Reestructuración de la Barda Perimetral y la Fachada Principal 
del Panteón de Santa Paula en el Municipio de Guanajuato, Guanajuato (Entre Eje 
19 y 23)”, el gobierno municipal a través del Lic. Edgar Castro Cerrillo, informó que 
algunos restos de tumbas serían exhumados para posteriormente incorporarlos a sus 
sitios de origen, entre estas gavetas se encontró la número 118 con registro de Luis P. 
Bustamante. 


En 2017 a través de la LXIII Legislatura del Congreso del Estado de 
Guanajuato se creó un Comité Organizador para la Conmemoración del Centenario 
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de la Constitución Política del Estado de Guanajuato, el cual estuvo conformado por el 
Gobernador Miguel Márquez Márquez, el Rector de la Universidad de Guanajuato el 
Dr. Luis Felipe Guerrero Agripino, el Presidente del Poder Judicial de Guanajuato Mtro. 
Miguel Valadez Reyes, además de los alcaldes de los municipios del estado. Este comité 
fue el encargado de promover el rescate y valoración histórica de los constitucionalistas 
guanajuatenses que fraguaron la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Guanajuato en 1917. Cabe señalar que se compilaron y divulgaron algunos 
trabajos biográficos hechos por cronistas y público en general, además de documentos 
digitalizados alusivos a la Constitución. 


El 26 de marzo de 2018 se develó una placa conmemorativa al Dr. Bustamante 
en la finca donde vivió en la calle de Mendizábal en la capital guanajuatense, donde 
asistió el Alcalde y los regidores Juan Carlos Delgado Zárate y Ana Gabriela Cárdenas 
Vázquez, además de familiares del personaje. 


Del 3 de abril al 3 de mayo de 2019, en la Biblioteca Armando Olivares Carrillo 
de la Universidad de Guanajuato se exhibieron documentos de Luis P. Bustamante junto 
con una plática enunciada como “Luis P. Bustamante, 1866-1919: médico, educador 
positivista y constituyente”; cabe mencionar que en ese recinto se encuentran libros 
que fueron propiedad del personaje que nos ocupa y del Fondo Documental del Colegio 
del Estado donde se puede consultar parte de la obra del autor. En la actualidad, el 
reconocimiento del personaje ha sido importante y se le ha dado renombre en el ámbito 
político y social para promover una cultura legislativa. Durante el mes de febrero 
de 2019 el Instituto de Investigaciones Legislativas del Congreso del Estado emitió 
una convocatoria “Concurso de Ensayo de Investigación Legislativa Dr. Luis Pablo 
Bustamante”. Esta labor se cristalizó en agosto del mismo año con la publicación del libro 
“Guanajuato rumbo a los 500 años del municipio mexicano 1519-2019”, coordinado 
por José Ricardo Narváez Martínez, esta obra integra los cuatro ensayos ganadores del 
concurso. 


Para concluir con este emblemático personaje, el Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato se honra en albergar en sus instalaciones a la Biblioteca Histórica del 
Poder Judicial del Estado “Constituyente Dr. Luis Pablo Bustamante”, inaugurada 
el 30 de noviembre de 2017, como una forma de reconocer y divulgar en la memoria 
de la comunidad guanajuatense, la virtud y el trabajo en el desarrollo del estado por 
mencionada persona, que le caracterizó por lo que él mencionó y tituló en su artículo del 
primer número de 1901 del Ateneo guanajuatense, suscrito como “¡Laboremus!”. 
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